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“Primero, fue necesario civilizar al hombre en su relación con el hombre. Ahora, es necesario 
civilizar al hombre en su relación con la naturaleza y los animales” 
 Víctor Hugo 
Colombia posee una riqueza natural extraordinaria, debido a ser un país rico en biodiversidad, 
además de ostentar una gran variedad de climas, lo que permite tener ecosistemas complejos 
como  páramos,  humedales, bosques tropicales, bosques secos, bosques montañosos y de niebla, 
entre otros, que albergan diversas especies de fauna y flora.  
El derecho al medio ambiente se ha ido desarrollando a lo largo del tiempo, a tal punto que se 
ha convertido en un derecho internacional y universal; la comunidad internacional, por medio de 
pactos, tratados y convenciones ha protegido todos las zonas  ecosistemas, por su especial  valor 
en la humanidad. Los humedales, constituyen un tipo especial de ecosistema que ha llamado la 
atención y preocupación del mundo entero; la Convención de Rasar de 1971, que entró en vigor 
en el año de 1998 en Colombia, declaró a los humedales como áreas de especial protección 
internacional. 
La Carta de 1991 ha sido considerada doctrinal y jurisprudencialmente como una 
constituciónecológica por los derechos y la protección hacia el medio ambiente. Aun así el 
constituyente de 1991 consagró el derecho al medio ambiente, creando una acción para la 
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protección efectiva de éste, conocida como  acción popular, que fue reglamentada en el año de 
1998 por la Ley 472;  esto significa que, antes de ser desarrollada la acción popular, otra acción 
se encargó de proteger el medio ambiente de manera transitoria, ésta  fue la acción de tutela que 
tiene por finalidad la protección de derechos fundamentales.  
El desarrollo progresivo del medio ambiente, ha significado que la Corte Constitucional en su 
jurisprudencia, declare el derecho a la protección del medio ambiente  como un derecho 
fundamental, pero además, que la acción idónea para la protección del medio ambiente sea  la 
acción popular y no otra. Lo anterior, en razón a que,  al legislador se le ha otorgado al juez 
popular las facultades necesarias y suficientes para la protección del medio ambiente.Por lo 
tanto, surge la siguiente pregunta de investigación ¿cuál es el alcance del juez popular para la 
protección ambiental en especial de los humedales en Colombia, desde la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional? 
De manera general, se puede decir que las decisiones del juez están de alguna manera 
articuladas a la implementación de principios como el de progresividad, traído del protocolo de 
San Salvador, ratificado con su respectivo control de constitucionalidad; por lo tanto en la 
jurisprudencia debe materializarse para su efectividad. 
La  investigación tiene una alcance sociológico-jurídico, en razón que la protección al medio 
ambiente, en especial de los humedales, constituye un problema que afecta a la sociedad en 
general y debe ser resuelto mediante la efectiva protección de un problema que afecta el mundo 
jurídico;  la investigación tiene carácter descriptivo y enfoque mixto (cualitativo y cuantitativo), 
pues en primer lugar, se tendrá que tomar un conjunto de sentencias de la Corte Constitucional, 
que luego serán decantadas por los siguientes criterios:a) uno de los derechos que se encuentran 
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en vulneración es el medio ambiente; b) la acción popular no es la acción idónea para la 
protección del medio ambiente y c) la acción popular y/o el juez popular es desplazado por el 
juez de tutela. 
El medio ambiente ha sido ampliamente abordado por vía jurisprudencial: activismo judicial 
que luego se ve reflejado en la ratio decidendi (sub-reglas de derecho) creadas por la Corte que 
deben ser tenidas en cuenta a la hora de decidir. Por ésta razón,el método implementado es el de 
análisis jurisprudencial, que permite desarrollar perfectamente el tipo de investigación que se 
propone, ya que en primer lugar se elaborará una línea jurisprudencial, por medio de un trabajo 
de estudio, recopilación y análisisde la jurisprudencia de la Corte Constitucional. El trabajo de 
recolección, clasificará las sentencias de la Corte que tengan mayor relación con el problema 
jurídico, desde la más reciente hasta la más antigua que se verán plasmadas en un esquema, para 
mayor comprensión;luego se evaluará cada sentencia elegida y se describirá como ha sido la 
evolución del problema jurídico planteado que finalmente permitirá identificar la sub-regla de 
derecho creada por la Corte Constitucional que luego será contrastada en casos específicos que 
permiten llegar a de describir con la mayor precisión, cómo se ha venido desarrollando el 
problema jurídico desde el año de 1991 hasta nuestros días y cuál es la ratio decidendi actual. 
El objetivo general de la investigación es determinar el alcance del juez popular para la 
protección de los humedales en Colombia desde la jurisprudencia de la Corte Constitucional. El 
análisis jurisprudencial elaborado por Diego Eduardo López Medina, permiteelaborar una línea 
jurisprudencial, y así evidenciar el alcance del juez popular en la protección de humedales desde 
las providencias de la Corte Constitucional.  
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La investigación se desarrolla en tres capítulos, el primer capítulo tendrá como objetivo 
estudiar los antecedentes desde 1991 de la acción popular y la protección ambiental en especial 
de los humedales. Para esto se toman trabajos de investigación como tesis de grado, artículos 
científicos y libros sobre el temaque servirán de apoyo para contextualizar nuestro problema de 
investigación. 
El segundo capítulo tendrá como objetivo evidenciar las facultades otorgadas al juez popular 
en la normatividad vigente y el alcance del mismo en la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
colombiana en relación con la protección ambiental específicamente en los humedales. Por lo 
tanto, se hará un análisis de la ley 472 observando las facultades otorgadas por la ley y luego se 
elaborará una línea jurisprudencial de la corte constitucional, implementando el método de 
Análisis Jurisprudencial del doctor Diego López Medina, para el desarrollo de la línea 
jurisprudencial. 
El tercer capítulo tendrá como objetivo, identificar desde la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional el alcance del juez popular y el desarrollo de la progresividad en la protección de 
los humedales en Colombia. En este capítulo se tomarán diversas sentencias desarrolladas en la 







Antecedentesde la acción popular en Colombia, la protección ambiental de los 
humedales 
Antecedentes de la acción popular 
En esta primera parte del capítulo se centrara, en cómo ha sido la evolución de la acción 
popular desde la Constitución de 1991, la expedición de la ley 472 de 1998, los efectos que 
produjo la Ley 1425, 2010 y por último la Ley 1437, 2011 hasta nuestros días. 
 
La acción popular desde 1991 hasta la ley 472 de 1998 
La Constitución de 1991 es considerada como una constitución novedosa por el alto grado de 
participación que otorgó a sus ciudadanos en la toma de decisiones, comolaprotección de sus 
derechos individuales y colectivos. Laprotección de derechos individuales se tiene la acción de 
tutela consagrada en el artículo 86, que tiene unas características especiales, como lo es su 
carácter residual. En cuanto a  la protección de derechos colectivos consagra la acción popular y 
la acción de grupo estipuladas en el artículo 88 de la carta política la cual fue desarrollada en el 
año de 1998 por la ley 472, que tuvo un impacto importante en la protección de los derechos 
colectivos. Es importante en este punto analizar brevemente en qué consisten los derechos 
colectivos. 
La doctora Beatriz Londoño Toro (2006)ofrece da una idea de cómo dimensionar los 
derechos colectivos.  
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Losderechoscolectivosconstituyenunanuevageneracióndederechos,concepto que por 
razones pedagógicas y de sistematización se acuñó por las organizaciones internacionales 
de derechos humanos. Estos derechos surgen frente a necesidades sociales colectivas, y 
su reconocimiento se inicia a través de instrumentosinternacionales”. Dichos derechos 
colectivos son ocasionalmente implementados por los estados al ratificar tratados o 
convenios internacionales, lo que significa una obligación para que el estado busque 
mecanismos para su efectividad. Entre estos derechos se encuentran los siguientes “el 
derecho a un ambientesano,elderechoaldesarrollo, el derecho a la autodeterminación de 
los pueblos, el derecho a la paz, los derechos de usuarios y consumidores, el espacio 
público, la salubridad pública, el 
derechoalpatrimoniocultural,elderechoalamoralidadadministrativa” (pág. 59). 
Dichos derechostienen una particularidad que no puede desconocerse, su concepción 
surge a razón de las guerras mundiales, los cambios en el desarrollo industrial y el paso a un 
capitalismo de consumo, donde prevalece el individualismo por encima de la colectividad. 
En contravía, los derechos colectivos están basados en la ética, la solidaridad y la 
participación ciudadana.  
En Colombia la participación ciudadana se hace a través de representantes, sin embargo 
la honorable Asamblea Nacional Constituyente quería ir más allá de la simple 
representación democrática con respecto a la acción popular. Por consiguiente, decidió 
incentivar a la ciudadanía para que fuera participe en la protección de los derechos 
colectivos e intereses colectivos y de esta forma propiciar el actuar urgente de las 
autoridades en el desarrollo preventivo para que no ocurran deterioros  en los recursos del 
Estado, pero  en caso de no ser posible, que sus efectos sean mínimos; en este orden de ideas 
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se necesita el apoyo de la ciudadanía, para que actué como vigilante en cada caso, 
protegiendo los derechos de la colectividad.  
El aspecto anterior, es de mucha importancia porque con élsurge la necesidad que la 
ciudadanía participe a través de mecanismos judiciales que protejan los derechos colectivos, 
por lo tanto aparece con mayor fuerza la acción popular y la acción de grupo. Pese a los 
esfuerzos de la Asamblea Nacional Constituyente, la acción popular no fue muy utilizada 
una de las razones es que recién en el año de 1998 se expidió la Ley 472 que desarrollaba la 
el artículo 88,entonces ¿qué acción se implementó para la protección de derechos 
colectivos? la acción de tutela de forma transitoria como se puede observar en la sentencia 
SU 067, 1993, que tuvo gran acogida en todo el territorio nacional en razón de su eficacia e 
inmediatez. 
La Corte Constitucional en ese momento realizó varios pronunciamientos a través de sus 
providencias sobre el alcance de las acciones populares. Para analizar de mejor manera lo 
anterior se tomará un aparte del trabajo de maestría titulado análisis jurisprudencial sobre 
las acciones populares en materia ambiental en el tratamiento y protección del agua 
específicamente del rio Bogotá, elaborado por las estudiantes Claudia Patricia Martínez 
Londoño y Ana Yolanda Pinto Correa en el año 2014 para la Universidad Libre. 
En su trabajo de maestría los estudiantes analizaron las sentencias T-231-93 de 1993; T-
366 , 1993 y  SU-442 de 1997, en cada una de estas sentencias se tutela la protección del 
medio ambiente sano consagrado en el artículo 79 de la Carta Política.  
La protección al medio ambiente sano se encuentra localizada dentro del título de los 
derechos colectivos o del medio ambiente, que deberán ser protegidos por las acciones 
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seleccionadas por el constituyente para su protección en este caso son la acción de grupo o 
la acción popular.  
La Corte Constitucional en estas sentencias resalta que la acción idónea para la 
protección de estos derechos es la acción popular como lo consagro el constituyente pero, en 
razón de que dicha acción aún no se encuentra desarrollada por la ley correspondiente y 
como en el caso de la Sentencia T-366 de 1993, se encuentra relacionada con el derecho a la 
salud, la Corte decide protegerla de manera transitoria, mientras el legislador se encarga de 
desarrollar debidamente la acción popular.  
Como se puede evidenciar, con el anterior análisis, La Corte en todo momento anunciaba 
que la acción indicada para proteger derechos colectivos era la acción popular, pero la 
misma implementado la conexidad para poder resolver derechos colectivos solo si se veían 
afectados también derechos fundamentales. En la práctica se evidenció que la acción de 
tutela fue más utilizada que la acción popular, como lo muestra el estudio realizado 
porlaCorporaciónPencadeSábila,financiadaporEcofondoypublicadaporlaPersoneríadeMe
dellínen1999,que presentan una conclusión referida 
alanálisisde120sentenciasdetutelasobre medio ambiente que es considerado un derecho 
colectivo, el estudio se realizó entre los años 1992 y 1997 de lo anterior se afirma lo 
siguiente: 
“Sobre la muestra de ciento veinte (120) sentencias se encontró que el 41.13% 
delassentenciasaceptabanlatutelaporconexidadconderechosfundamentales; en el 33.33% 
la aceptó como mecanismo transitorio para impedir un perjuicio irremediable. Además, 
no probó la existencia de vulneración de derechos fundamentales en el 26.61% de actos 
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de sentencia; en el 11.30% conceptuó que la acción adecuada era la popular y en el 
14.51% manifestó queexistíanotrosmediosdedefensajudicial” (Toro, 2006, pág. 71). 
También el estudio mostró que en la instancia, la Corte Constitucional era la más 
garantista en la protección de derechos. Como se ha observado la acción popular no tuvo 
una incidencia muy provechosa en la ciudadanía en el periodo de 1991 a 1998, pero ella ha 
sido la encargada de recordar que el mecanismo idóneo para la protección de los derechos 
colectivos es la acción popular. 
Como se ha podido observar la Constitución de 1991, creo en su artículo 88 la acción de 
grupo o acción popular, la cual su finalidad era protección de los derechos e interese 
colectivos, pero estas acciones no habían sido desarrollados por el legislador, lo que 
conllevó a que la acción de tutela protegiera de manera transitoria estos derechos, en 
solicitud de los ciudadanos, sin embargo en todo momento el juez de tutela recordaba que la 
acción idónea era la acción popular, con el fin que una vez se expidiera la ley, la desarrollara 
la ciudadanía y la implementara como era debido. 
La acción popular y desde la ley 472 del 1998 hasta la ley 1425 del 2010. 
La ley 472 desarrolla el artículo 88 de la constitución política regulando la acción popular y la 
acción de grupo, en la protección de los derechos colectivos, solo se analiza la acción popular. 
El legislador fue muy acucioso en el desarrollo de esta ley pues da un concepto de acción 
popular que está definida de la siguiente manera:  
“Artículo 2º.- Acciones Populares. Son los medios procesales para la protección de los 
derechos e intereses colectivos. Las acciones populares se ejercen para evitar el daño 
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contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible” (Ley 472, 
1998, art. 2). 
Al analizar la definición se estaría ante un dilema, cuales son los derechos colectivos, por lo 
tanto este definición debe estar entrelazada con lo que para el legislador se entiende por derecho 
colectivo, en consecuenciael artículo 4 de la misma norma dice: 
“Artículo 4º.- Derechos e Intereses Colectivos. Son derechos e intereses colectivos, entre 
otros, los relacionados con: 
a) El goce de un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la 
Constitución, la ley y las disposiciones reglamentarias; 
b) La moralidad administrativa; 
c) La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de 
los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o 
sustitución. La conservación de las especies animales y vegetales, la protección de áreas de 
especial importancia ecológica, de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como 
los demás intereses de la comunidad relacionados con la preservación y restauración del 
medio ambiente; 
d) El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público; 
e) La defensa del patrimonio público; 
f) La defensa del patrimonio cultural de la Nación; 
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g) La seguridad y salubridad públicas; 
h) El acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública; 
i) La libre competencia económica; 
j) El acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna; 
k) La prohibición de la fabricación, importación, posesión, uso de armas químicas, 
biológicas y nucleares, así como la introducción al territorio nacional de residuos nucleares o 
tóxicos; 
l) El derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente; 
m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las 
disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de 
vida de los habitantes; 
n) Los derechos de los consumidores y usuarios. 
Igualmente son derechos e intereses colectivos los definidos como tales en la Constitución, 
las leyes ordinarias y los tratados de Derecho Internacional celebrados por Colombia. 
Parágrafo.- Los derechos e intereses enunciados en el presente artículo estarán definidos y 
regulados por las normas actualmente vigentes o las que se expidan con posterioridad a la 
vigencia de la presente ley” (Ley 472, 1998, art. 4). 
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Si bien es cierto, la lista es larga el legislador ha sido precavido y dejado abierta la puerta para 
que en ocasión a la realidad tanto nacional como internacional nazcan nuevos derechos 
colectivos y estos puedan ser protegidos por la acción popular. 
Con la lectura de estos dos artículos sevisualiza que la acción popular protege una clase de 
derechos en específico y cuál es el fin de la misma, pero queda ahora analizar el papel del juez, 
es decir que facultades se le ha otorgado para proteger los derechos o intereses colectivos, este 
análisis se hace con mayor detalle en el segundo capítulo. En este se analizaran algunas 
facultades como por ejemplo los incentivos que se otorgaran a los accionantes populares.  
 
Por ahora, continuare con el impacto positivo que se dio por la entrada en vigencia de la ley 
472 de 1998. Uno de los impactos más representativos, es que la ciudadanía disminuyo la 
implementación de la acción de tutela para protección de derechos colectivos como el medio 
ambiente y se dejó persuadir por la acción que la propia Constitución Política le otorgo a estos 
derechos o interés colectivos. 
Con el siguiente cuadro, se puede evidenciar como se redujo considerablemente las acciones 
de tutela por acciones populares en la protección de derechos colectivos como lo es el medio 






Tabla 1.  Cuadro por derechos invocados (medio ambiente). 
Acciones de tutela en el país 
Año Total solicitudes sobre medio 
Ambiente 
Distribución 
1995 444 1.3% 
1996 422 1.2% 
1997 469 0.9% 
1998 322 0.5% 
1999 126. 0.2% 
Fuente: Toro, 2006. 
Otro aspecto relevante, que contiene la ley 472 se encuentra en los artículos 34, 39 y 40 
que prometen un incentivo para el accionante de la acción popular, esto lo consagra el 
artículo 34, en el artículo 39 señala que el demandante en una acción popular, podrá recibir un 
incentivo por la gestión realizada la cual será valorada entre de 10 a 150 salarios mínimos 
mensuales, por último el artículo 40 menciona  que el incentivo cuando se trate de acciones 
populares sobre la moral administrativa, podrá recibir como incentivo el 15% del valor que se 
recupere la entidad en razón a la acción popular. 
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Se debe recordar que estos incentivos, son el mecanismo que encontró la honorable Asamblea 
Nacional Constituyente, para que los ciudadanos participaran en la defensa y protección solidaria 
de sus derechos. 
La razón de estos incentivos se da al momento de corrupción y el deterioro ambiental que 
azotaba el país y el desinterés de sus asociados para proteger o denunciar a las autoridades 
correspondientes, por lo tanto Congreso al desarrollar acciones populares las acompaño de 
generosos incentivos, como un mecanismo eficaz y anti corrupción y de esta forma estimular a la 
ciudadanía a la defensa judicial de los sagrados derechos e interés colectivos. 
Ahora bien, La ley 472 de 1998 exigía al juez el trato preferencial e inmediato que debía tener 
la acción popular ante las demás acciones, sin dejar de lado la preferencia que tiene otras 
acciones como el habeas corpus, la acción de cumplimento y la acción de tutela. También nos 
señala que cualquier persona estaba legitimada para interponerla, lo que permite una 
participación ciudadana total. En el tema de la competencia regulada en los artículos 15 y 16 que 
especifica la competencia para el juez administrativo, siempre y cuando se en razón actos 
omisiones o acciones de las entidades públicas o particulares que  desempeñen funciones 
administrativas. En los demás casos, conocerá la jurisdicción ordinaria civil. Hay que recalcar 
que no había ningún procedimiento previo lo que permitía una acción inmediata. 
Es posible afirmar según la tabla que se monstro anteriormente, que estos aspectos tuvieron 
una gran acogida en la ciudadanía, lo que permitió que la acción popular diera buenos resultados, 
como lo menciona la doctora Beatriz Londoño Toro en algunos casos específicos,como 
por ejemplo en la protección y defensa de ecosistemas y especies en peligro como los 
humedales la Conejera, Capellanía, Joquebe, Córdoba entre otros, los cuales fueron recuperados, 
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por intermedio de la ciudadanía creando Fundaciones, que estaban a cargo del cuidado y 
vigilancia de la misma y el Estado que por intermedio del Jardín Botánico y el acueducto y 
alcantarillado se pusieron en la tarea de recuperar estos ecosistemas, la acción popular también 
protegió animales en vía de extinción como lo son  los Chigüiros, la protección del rio Bogotá 
entre otros. Un gran número de problemáticas se evidenciaron por la ciudadanía a través de la 
acción popular, que según los resultados parecía ser la defensa ideal para el interés y derechos 
colectivos. 
La Ley 472 de 1998 que desarrollo la acción popular no tuvo cambio alguno, pero si tuvo 
algunas quejas por parte tanto de la ciudadanía como de las autoridades tanto administrativas 
como judiciales, provocando en el 2010 una ley que reformaría algunos artículos. 
El argumento que sostenían las autoridades administrativas y judiciales, era que la continua 
denuncia de la ciudadanía, generaba un desgaste en la administración, lo que significaba que 
entorpecía el normal funcionamiento de la misma por el periodo perentorio que tiene la acción, 
además denunciaban que constantemente se veían frente acción que eran temerarias y sin 
fundamento alguno por parte de la ciudadanía, que interponían solo por el incentivo económico 
que proporcionaba, sin contar con el desgaste económico que sufrían las entidades en su 
presupuesto, por la sanción de los jueces en sus sentencias. 
En cuanto a los ciudadanos manifestaban un descontento en razón a que el incentivo 
económico en la mayoría de los casos era el mínimo posible impuesto por la ley o no se 
reconocía en razón que el demandante no logro demostrar la culpa del demandado y el motivo 
porque el incentivo en la mayoría de los casos era el mínimo recaía en que las entidades 
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derrotadas manifestaban no tener los recursos económicos suficientes, lo que genera un grado de 
injusticia en la comunidad. 
Para sustentar lo anterior, se toma el estudio titulado Medio ambiente y acciones populares en 
Colombia: un estudio empírico, elaborado por Ángela María Páez Murcia, Everaldo Lamprea 
Montealegre, Catalina Vallejo Piedrahíta. 
En este estudio se abordaran las acciones populares de carácter ambiental desde el periodo de 
1998 hasta el 2015, de lo cual se observó que en un promedio de todos los años el juez popular 
reconoció como incentivo el menor posible es decir 10 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, que los accionantes en más de la mitad de los casos solicitaron el incentivo como 
pretensión de la demanda, pero en más de 50% no fue reconocido en razón que el accionante no 
demostró que el daño al medio ambiente era atribuible al demandado. 
Por otra parte, se observa que en el periodo de 2000 al 2006 hubo una alta participación de la 
ciudadanía pero en el 2006 al 2008 esta disminuyo volviendo a subir en el periodo del 2009 al 
2011. Los fallos del Consejo de Estado fueron 68 % favorables o los demandados lo que 
significa que no eran del todo temerarias las acciones populares, ni estaban perjudicando 
extremadamente el erario público, pero aun así la ley 1425 de 2010 se dio. 
La acción popular desde la 1425 del 2010 hasta nuestros días 
Como se analizó en el anterior título, la ley 472 de 1998 tuvo una gran acogida por parte de la 
ciudadanía, pero esta aceptación también tuvo repercusiones en el erario público, en la 
operatividad tanto de las autoridades administrativas como de las judiciales y en el descontento 
de la ciudadanía. 
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La ley 1425 del 2010 deroga dos artículos la ley 472 de 1998 que son el artículo 39 y 40 que 
me permito citar: 
“Artículo 39º.- Incentivos.  El demandante en una acción popular tendrá derecho a recibir 
un incentivo que el juez fijará entre diez (10) y ciento cincuenta (150) salarios mínimos 
mensuales. 
Cuando el actor sea una entidad pública, el incentivo se destinará al Fondo de Defensa de 
Intereses Colectivos. 
Artículo 40º.- Incentivo Económico en Acciones Populares sobre Moral Administrativa.  
En las acciones populares que se generen en la violación del derecho colectivo a la moralidad 
administrativa, el demandante o demandantes tendrán derechos a recibir el quince por ciento 
(15%) del valor que recupere la entidad pública en razón a la acción popular. 
Para los fines de este artículo y cuando se trate de sobrecostos o de otras irregularidades 
provenientes de la contratación, responderá patrimonialmente el representante legal del 
respectivo organismo o entidad contratante y contratista, en forma solidaria con quienes 
concurran al hecho, hasta la recuperación total de lo pagado en exceso.  
Para hacer viable esta acción, en materia probatoria los ciudadanos tendrán derechos a 
solicitar y obtener se les expida copia auténtica de los documentos referidos a la contratación, 
en cualquier momento. No habrá reserva sobre tales documentos” (Ley 472, 1998). 
Lo que ha derogado la ley 1425 del 2010 ha sido el mecanismo que implementola honorable 
Asamblea Nacional Constituyente para motivar a la ciudadanía a proteger los interés y derechos 
colectivos, pero ¿qué repercusiones tuvo en las acciones populares esta derogatoria?, es decir 
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cómo positiva o negativamente suprimir los incentivos económicos afecto la participación 
ciudadana, lo que conllevaría a que la acción popular no tuviera la trascendencia que tuvo y que 
la ciudadanía empleara otros mecanismos de protección como la acción de tutela como se hacía 
en el periodo de 1991 a 1997. 
Para analizar que incidencia tuvo, la derogatoria de estos artículos, se tomara dos trabajos  
elprimero titulado Medio ambiente y acciones populares en Colombia: un estudio empírico, 
elaborado por Ángela María Páez Murcia, Everaldo Lamprea Montealegre, Catalina Vallejo 
Piedrahíta y el segundo trabajo titulado Efectos de la supresión del incentivo económico en las 
acciones populares de la abogada Patricia Raquel Morris Bolaño para optar al título de Magíster 
en Derecho Administrativo de la Universidad Libre. 
Con la primera investigación se busca evidenciar cual fue la repercusión de la ley 1425 en 
acción popular a nivel nacional y con el segundo poderlo analizar en un lugar en específico, de 
esta forma dar una idea de que efectos tuvo positivos o negativos la ley. 
En la primera investigación, muestra como fue el desarrollo de las acciones populares en el 
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Como se puede observar hubo una disminución considerable en el periodo del 2009 y 2013. 
En el 2009 se radicaron aproximadamente ante los tribunales administrativos cerca de 19.887 
acciones populares, en cambio en el 2013 se radicaron apenas 4.506, lo que es un efecto negativo 
en cuando a la participación de la comunidad, en razón que son los individuos, los sujetos que 
con más frecuencia accionan por medio de la acción popular la protección del medio ambiente 
con un 78% seguidos por las ONG con un 16.5%.  
En cuanto al segundo trabajo la autora analiza como en barranquilla la derogatoria de los 
artículos 39 y 40 afectaron a la acción popular y la participación ciudadana, con el informe de la 
oficina de servicios de los juzgados administrativos del circuito de Barranquilla, regentado por la 
doctora Rosalba PáezSaavedra muestra el número de acciones populares antes y después de la 
ley 1425 del 2010 en la siguiente tabla. 
 
 











Fuente: Morris, 2014. p. 37. 
Si se analiza la anterior tabla, es evidente que le punto más alto fue en el 2010 con un total de 
1430 acciones, pero una vez en marcha la ley 1425 del 2010 la participación ciudadana empezó a 
disminuir hasta el punto que en el 2014 en el circuito de barranquilla tiene un total de 0. 
Pero ¿qué motivaciones tenía el congreso para hacer esta reforma? para solucionar este 
paradigma se utiliza la investigación realizada por la estudiante Beatríz Elena Ortíz Gutiérrez de 
la Universidad Nacional de Colombia en el 2014 tituladoInvolución o evolución de la protección 
de los derechos colectivos ambientales. Una mirada a través de la Acción Popular y la Licencia 
AmbientalOrtiz Gutiérrez, 2014, para el título de Magister en Derecho.  En esta investigación se 
hace un recuento de los motivos que tuvo el legislador, para lo cual me permito citar: 
“En los últimos años hemos visto cómo los alcaldes municipales se han visto obligados a 
enfrentar un sinnúmero de acciones populares que en vez de coadyuvar al bienestar de la 
comunidad entorpecen las actividades propias de las administraciones locales.  
Así mismo, los presupuestos de las administraciones públicas se ven menoscabados con los 
fallos de estas acciones, tal es el volumen de estas y el valor de los fallos que en algunos casos 
los mandatarios locales se ven abocados al traslado de los recursos del plan de desarrollo para 
cumplir con lo mandado por los jueces a través de esta figura” (Ortíz, 2014, pág. 31). 
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Estos argumentos convencen al legislador quien decidió poner en primer lugar la protección 
de los recursos económicos del Estado, que la protección de los intereses o derechos colectivos, 
yla principal intención que tuvo fue disminuir considerablemente la participación cuidada en 
razón las denuncias temerarias y sin fundamento. Por tal motivo en la expedición de la ley 1425 
se interpuso la acción de inconstitucionalidad C-630, 2011 que es declarada por la Corte 
Constitucional como exequible la norma demandada pero además profiere otros elementos como 
los objetivos principales de la acción popular. 
Uno de sus principales objetivos es, entonces, defender los derechos e intereses colectivos de todas 
las actividades que den lugar a perjuicios para amplios sectores de la comunidad, como por ejemplo la 
inadecuada explotación de los recursos naturales, los productos médicos defectuosos, la imprevisión, 
omisión o retraso en la construcción de una obra, el cobro excesivo de bienes o servicios, la alteración 
en la calidad de los alimentos, la publicidad engañosa o los fraudes del sector financiero, por 
mencionar tan sólo algunos ejemplos(Corte Constitucional, C-630, 2011). 
Otra limitación que le fue impuesta a la acción popular fue un requisito de procedibilidad que 
antes no tenía consagrada y que fue integrada por la ley 1437 del 2011. El artículo 144, que se 
titula protección de intereses colectivos, que si bien es cierto, decanta algunas facultades del juez 
como anular un acto, también creó que en caso de que sea una entidad pública la infractora, el 
recurrente deberá agotar el siguiente requisito. 
Antes de presentar la demanda para la protección de los derechos e intereses colectivos, el 
demandante debe solicitar a la autoridad o al particular en ejercicio de funciones administrativas que 
adopte las medidas necesarias de protección del derecho o interés colectivo amenazado o violado. Si la 
autoridad no atiende dicha reclamación dentro de los quince (15) días siguientes a la presentación de la 
solicitud o se niega a ello, podrá acudirse ante el juez. Excepcionalmente, se podrá prescindir de este 
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requisito, cuando exista inminente peligro de ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los 
derechos e intereses colectivos, situación que deberá sustentarse en la demanda (Ley 1437, 2011, art. 
144). 
Se debe tener en cuenta que como la ley 1437 del 2011 empezó a regir en el 2012 en este año 
se vuelve un requisito obligatorio de procedibilidad para acción popular la reclamación directa a 
la entidad y tendrá 15 días para responder. Lo anterior podría verse como un obstáculo a la 
ciudadanía en relación con el acceso a la justicia, en vista de que en su contenido original no era 
necesario y significaría un posible retroceso en la acción popular, lo que generaría que la 
ciudadanía no se interesara en la protección de los interés colectivos o buscara en otra acción 
como la tutela para su protección como fue antes de la expedición de la ley 472. 
Antecedentes de la protección ambiental en especial de los humedales desde 1991 
 "La crisis ambiental es, por igual, crisis de la civilización y replantea la manera de entender 
las relaciones entre los hombres. Las injusticias sociales se traducen en desajustes ambientales y 
éstos a su vez reproducen las condiciones de miseria" (Corte Constitucional, T-254, 1993). 
En la segunda parte de este capítulo, se desarrolla el derecho a la protección ambiental, en 
especial de los humedales desde el año de 1991, por lo tanto se analiza en primera medida el 
derecho a la protección ambiental y luego como este es desarrollado en la protección de los 
humedales.  
La protección ambiental desde la constitución de 1991 hasta nuestros días 
El constituyente de 1991 sabia del valor que tenía el medio ambiente y ese sentimiento se vio 
plasmado en la Carta Política. A lo anterior se le adiciona el comentario del profesor Amaya 
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Navas denomina a la Constitución Colombiana, como una Constitución Ecológica, en razón a las 
diferentes disposiciones que contiene en relación al tema ecológico, además consagran las 
garantías, derechos  para proteger de manera adecuada al medio ambiente, así como resaltan la 
importancia del cuidado del mismo. 
El medio ambiente empieza a jugar un papel primordial en la sociedad colombiana pero 
¿cómo ha sido su desarrollo? para esto tomaremos como base el artículo científico realizado por  
María Paola Blanco Cetina estudiante de la Universidad Católica que se titula,El derecho al 
medio ambiente en el ordenamiento jurídico colombiano: evolución y comparación en el 
reconocimiento de su categoría como derecho fundamental, por hacer una análisis muy 
significativo del desarrollo de la protección al medio ambiente tanto normativa como 
jurisprudencial. 
Si bien es cierto, en Colombia existían normas anteriores que protegían al medio ambiente 
como por ejemplo la Ley 23 de 1973 en la cual se establecen alternativas y estrategias para la 
conservación ambiental, DecretoLey 2811 , 1974: o Código de los Recursos Naturales y de 
Protección al Medio Ambiente y la Constitución Política de 1991, en su artículo 79 cita “Todas 
las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la participación de la 
comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. Es deber del Estado proteger la diversidad e 
integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la 
educación para el logro de estos fines”. En este artículo el Estado se obliga con sus asociados a 
salvaguardar el medio ambiente, preservarlo, cuidarlo y protegerlo, para garantizar esta 
protección el Estado implementará los mecanismos necesarios, para que tanto las autoridades 
administrativas como la ciudadanía colaboren simultáneamente para este fin. 
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Vale aclarar, que el derecho al medio ambiente sano no se encuentra en el título de derechos 
fundamentales, si no en el titulo de los derechos colectivos y del medio ambiente, este significa 
que el medio ambiente no se encuentra enmarcado como un derecho fundamental o de inmediata 
protección como lo consagra el art 85 de la Constitución Política, todo esto por su ubicación 
dentro de la Constitución. 
Lo anterior se puede explicar en la medida que la Constitución de 1991 fue permeada por la 
teoría generacional, esta teoría entendía que los derechos en razón a su reconocimiento en el 
tiempo podían ser clasificados, esta teoría fue criticada por la comunidad internacional, pues se 
entendía que los derechos tenían una jerarquía. 
En Colombia esta jerarquía se puede visualizar con los mecanismos de protección que 
contenía cada título, en el caso de los derechos fundamentales el constituyente creo la acción de 
tutela, en el caso de derechos sociales, económicos y culturales, se creó la acción de 
cumplimiento y en el caso de los derechos colectivos y del medio ambiente se creó la acción 
popular o de grupo. 
 La Corteen la sentencia SU-067 de1993hace un análisis y encuentra que la protección al 
derecho del medio ambiente, está completamente ligado con el derecho a la salud y es en ese 
momento en donde por medio de la conexidad protege por intermedio de la acción de tutela, 
tanto el derecho a la salud como el derecho al medio ambiente sano. 
Por lo tanto la teoría de la generacional en planos internacionales es desplazada en el año de 
1993 en la conferencia mundial de los derechos humanos celebrada en Viena, en ella se decidió 
que todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están 
relacionados entre sí, de esta manera se rompe cualquier jerarquía de derechos. 
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Ahora bien la Corte Constitucional, también empieza hacer permeada por esta nueva 
corriente, en ocasión a los artículos 93 y 94 de la Carta Política, a tal punto que la Corte crea una 
nueva figura denominada por la misma como los ‘derechos constitucionales’y de esta manera 
quebranta cualquier tipo de jerarquía que exigiera entre los derechos considerándolos todos como 
derechos fundamentales. Es importante aclara que las acciones no fueron modificadas, en 
consecuencia se seguía entendiendo que la acción popular es el mecanismo idóneo para proteger 
derechos colectivos o del medio ambiente, pero siempre podrá proceder la acción de tutela por 
conexidad para la protección del derecho al medio ambiente.  
Para poder analizar de mejor manera lo anteriormente citado, nos apoyaremos en la sentencia 
de unificación 442 de 1997 que dice: 
No obstante que la acción de tutela ha sido consagrada para proteger los derechos constitucionales 
fundamentales de carácter individual, es procedente intentar esta, cuando se trata de la presunta 
vulneración o amenaza de un derecho relativo al ambiente sano, pues en estos casos, en presencia de la 
conexidad de los derechos colectivos y fundamentales vulnerados, prevalece la acción de tutela sobre 
las acciones populares, convirtiéndose así en el instrumento judicial adecuado para el amparo oportuno 
de los derechos amenazados. Este derecho se concibe como un conjunto de condiciones básicas que 
rodean a la persona y le permiten su supervivencia biológica e individual, lo cual garantiza a su vez su 
desempeño normal y su desarrollo integral en el medio social(Corte Constitucional, SU-442 de 
1997. M.P. Hernando Herrera Vergara). 
En este sentido, el tribunal Constitucional analiza que la protección del medio ambiente, debe 
gozar de una especial protección, pues si en ella no podría existir el ser humano, pero aun así 
mantiene la posición que la acción encargada de protegerla es la acción popular, pero en los 
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casos que se vean vulnerados también derechos subjetivos, se podrá instaurar la acción de tutela 
por conexidad y de esta manera proteger tanto los derechos subjetivos como colectivos. 
Como se ha visto hasta ahora, el derecho a la protección del medio ambiente, ha tenido un 
desarrollo muy dinámico, tanto que como se puede ver en la sentencia anteriormente 
mencionada, la acción de tutela se implementó para proteger el medio ambiente, porque sin el 
medio ambiente la calidad de vida de las personas y el bienestar general podría verse afectado. 
Ahora bien el derecho a la protección del medio ambiente en el escenario internacional, ha 
tenido un dinamismo impresionante, por ejemple el Convenio de Viena en el año de 1985, en el 
cual se buscaban las medidas necesarias para proteger el ser humano y el medio ambiente, de los 
posibles cambios en la atmosfera, también Convenio Marco de la Diversidad Biológica de 
1992que busca preservar la diversidad biológica y optimización de los recursos naturales, para su 
desarrollo justo y adecuado. 
Colombia ha suscrito tratados internacionales como la Convención Ramsar de 1971, en él se 
protege los ecosistemas de humedales, además de las aves acuáticas en vía de extinción, también 
la Declaración de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano (ONU, 1972),esta, 
hace un llamado a todo la humanidad para proteger el medio ambiente , es decir será un 
compromiso de cada habitante de la tierra para proteger el medio ambiente, los Estados deberán 
implementar los mecanismo más idóneos para proteger el medio ambiente desde las 
posibilidades que los rodea, así mismo La Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo de 1992,tiene como finalidad, establecer una alianza mundial nueva, reafirmandola 
realizada en el año de 1972 e implementado políticas de cooperación internacional que puedan 
ayudar a proteger el medio ambiente, entre otros. 
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La protección al medio ambiente se encuentra enmarcada tanto en normas internas como 
internacionales, es decir irradia todo el ordenamiento jurídico, su evolución ha sido significativa 
porque en principio era considerado como un derecho colectivo, ahora con los 
pronunciamientos de la Corte y la ratificación de los tratados internacionales, es considerado un 
derecho fundamental y en palabras de Robert Alexy la protección al medio ambiente seria 
catalogado como un mandato de optimización, y deben aplicarse en la mayor medida de lo 
posible por parte del operador jurídico(Lopera, 2004). 
 
La protección ambiental en humedales desde la constitución de 1991 
En el año de 1971 en Irán se realiza el convenio Ramsar o convenio Mundial de humedales de 
importancia internacional, actualmente es el único convenio que se centra en la conservación de 
estos ecosistemas. Hoy día más de 130 países hacen parte de este convenio, con 
aproximadamente 1107 humedales de importancia internacional. Para la convención de Ramsar 
los humedales son catalogados como “extensiones de marismas, pantanos y turberas o 
superficies cubiertas de agua, sean estas de régimen natural o artificial, permanentes o 
temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluidas las extensiones de agua 
marina cuya profundidad en marea baja no exceda de seis metros” (Ramsar, 1971). Esta 
definición es acogida por la legislación interna, una microcuenca, sub-cuenca o cuenca 
hidrográfica (IDEAM, 2018). 
Colombia ratifica este convenio con la ley 357 de 1997, con lo anterior se desarrolla la 
política nacional para humedales interiores de Colombia. Varios entes de control entre ellos la 
contraloría de Bogotá han dado una definición sobre estos nichos ecológicos: 
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“Son ecosistemas anfibios caracterizados por un cuerpo de agua permanente o estacional 
(fase acuática), generalmente de poca profundidad, una franja a su alrededor cubierta por 
inundaciones periódicas (interface anfibia) y una franja no inundable o de tierra firme (fase 
terrestre) que en la práctica es la línea de creciente máxima de los 100 años hasta donde llegan 
según las normas distritales que lo protegen, la ronda hidráulica”(De Bogotá, A. M, 2003). 
Otra definición importante es la quepropone Galeano (2011) en su artículo El uso del suelo en 
el caso de los humedales: 
“las extensiones de marismas, pantanos y turberas, o superficies cubiertas de aguas, sean éstas 
de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, 
salobres o saladas, incluidas las extensiones de agua marina cuya profundidad en marea baja no 
exceda de seis metros. (...) son aves acuáticas las que dependen ecológicamente de los 
humedales” (pág. 121) 
Pero ¿qué importancia tienen los humedales para el mundo y para Colombia? la siguiente 
tabla que determina bienes y servicios ambientales de los humedales según Convención. 
Tabla 4. Clasificación de los humedales según Convención Ramsar 
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Fuente: Galeano, 2011, pág.124. 
Ahora para determinar qué valor tiene los humedales, es necesario seguir la línea 
argumentativa de Galeano: 
Los humedales tienen una gran importancia en el país y sus funciones están asociadas a los bienes y 
servicios relacionados con su biodiversidad con respecto a la flora, fauna y recursos hídricos. Estas 
funciones ecológicas y ambientales de los humedales traen numerosos beneficios para la sociedad, 
como son el ser sistemas naturales de soporte vital, ser parte de actividades productivas y 
socioculturales al ser utilizados por economías extractivas como la pesca artesanal y de sustento, la 
caza, recolección, el pastoreo y la agricultura(Galeano, 2011, pág. 122) 
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Con respecto al medio ambiente, específicamente los humedales se pueden clasificar en 
cinco grupos grandes: 
• Estuarios: este tipo de humedal es característicos del lugar en donde los ríos desembocan en el 
mar y el agua alcanza una salinidad media entre el agua dulce y salada. Se encuentran los deltas, aguas 
fangosas y marismas.  
• Marinos: son aquellos que no se afectan con los caudales fluviales. Entre estos se encuentran los 
arrecifes de coral y litorales.  
• Fluviales: son aquellas tierras anegadas periódicamente por el desbordamiento de los ríos. Se 
encuentran las llanuras de inundación, bosques anegados y lagos de meandro.  
• Palustres: contienen aguas relativamente permanentes. Son los pantanos de papiro, ciénagas y 
marismas.  
• Lacustres: zonas de aguas permanentes caracterizadas por una baja circulación, como lagunas, 
lagos glaciares y lagos de cráteres de volcanes (Galeano, 2011, pág. 123). 
Como se vio en el análisis anterior los humedales cumplen un papel muy importante tanto 
para el ser humano, para las especies que habitan en él y para la protección del recurso hídrico, 
hoy día, tal es la importancia de los humedales que la misma corte constitucionales en la 
sentencia SU842/13 de2013. Los huemdales se encuentran establecidos como areas de especial 
inportancia ecologicas, por lo tanto es necesario la preservación y equilibrio ambiental que 
cumplen, en cuanto a nivel de flora, fauna y sistemas hídricos, con miras a lograr mejores 
condiciones naturales de vida digna, además se encuentran protegidos por la Convención de 
Ramsar, aprobada mediante la Ley 357 de 1997. 
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Ahora bien, se ha observado la importancia de estos ecosistemas para la humanidad, pero no 
se mencionado que acción es la idónea para su protección, por lo tanto los humedales se 
encuentran cobijados en el capítulo tercero de la de los derechos colectivos y del ambiente, en 
consecuencia la acción idónea para su protección es la consagrada en el artículo 88 (la acción 
popular). 
Lo anterior es posible visualizarlo en el artículo 4 de la Ley 472 de 1998 que dice “El goce de 
un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la Constitución, la ley y las 
disposiciones reglamentarias”. 
Los humedales son ecosistemas de especial protección, como lo ha denominado Ramsar, el 
constituyente de 1991, creo la acción popular para la protección del medio ambiente entre ellos 
los humedales, también creo acciones administrativas como la licencia ambiental para controlar 
los nuevos proyectos de construcción o explotación de los recursos naturales como la minera, los 
comparendos ambientales para sancionar de forma directa a los agresores del medio ambiente, 




En el primer capítulo, el objetivo fue estudiar los antecedentes desde 1991 de la acción 
popular y la protección ambiental en especial de los humedales, para contextualizarnos y de esta 
manera, adentrarnos a la pregunta de investigaciónque es ¿cuál es el alcance del juez popular 
para la protección ambiental en especial de los humedales en Colombia desde la jurisprudencia 
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de la corte constitucional?, para lo cual es necesario tener bases claras tanto de la acción popular, 
como de la protección del medio ambiente en especial en los humedales. 
La acción popular como mecanismo de protección, se evidencio que la participación 
ciudadana es fundamental para su adecuado funcionamiento, como luego de casi ocho años la 
acción popular fue regulada en la ley 472 de 1998 en él se desarrolló el incentivo que se deseaba 
desde la asamblea nacional constituyente de 1991 y luego   como en la ley 1425 de 2010 ese 
incentivo fue derogada por razones tanto económicas, como administrativas. También se observó 
el impacto que produjo la ley 1437 de 2011 y como se materializo un requisito de procedibilidad 
que no se tenía anteriormente. 
En cuanto a la protección ambiental, se hizo un recuento de porque la Constitución Política es 
considerada como una constitución ecológica, el desarrollo que tomó el medio ambiente pasa de 
ser un derecho colectivo a un derecho fundamental y las normas tanto nacionales como 
internacionales que rigen la materia. Luego se pasó a estudiar un ecosistema, los humedales y 
cómo han sido afectados en el trascurso del tiempo hoy día son considerados ecosistemas de 
especial protección, por todos los bienes y servicios que nos proporcionan. 
Todo lo anterior nos ofrece un recuento de la evolución de la acción popular en particular de 
la protección ambiental en humedales, para que en el segundo capítulo podamos evidenciar en 
mejor medida las facultades del juez popular, desde las diferentes normatividades y luego el 














Las facultades otorgadas al juez popular en la normatividad vigente y  la jurisprudencia de 
la Corte Constitucional colombiana, en relación con la protección de los humedales 
 
Nociones preliminares 
Este capítulo se dividirá en dos partes. En primer lugar, se analiza las facultades que la Ley 
472 de 1998 y la ley 1437 de 2011 le otorgó al juez popular desde un panorama muy general, de 




En la segunda parte se elabora una línea jurisprudencial implementando el método de análisis 
jurisprudencial del doctor Diego López Medina, sobre las providencias de la corte constitucional 
y las sub-reglas de derecho, lo que nos dará como resultado evidenciar el verdadero alcance que 
se le ha otorgado al juez popular en la solución de casos. 
Facultades otorgadas al juez popular en la Ley 472 de 1998 
Como se vio en el anterior capitulo la Ley 472 fue expedida para desarrollar el artículo 
constitucional 88, que consagra la acción popular como mecanismo idóneo de protección de los 
derechos colectivos, esta ley contiene las facultades que tiene el juez popular para hacer efectiva 
esa protección como se denota del artículo 2 que nos dice “Las acciones populares se ejercen 
para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre 
los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere 
posible”(Ley 472, 1998, art. 2). Como es de notar este artículo indica cuál es la función de la 
acción popular y cuál es el fin a perseguir por el juez. En el artículo 5º menciona que: 
El Juez velará por el respeto al debido proceso, las garantías procesales y el equilibrio entre las 
partes. Promovida la acción, es obligación del Juez impulsarla oficiosamente y producir decisión de 
mérito so pena de incurrir en falta disciplinaria, sancionable con destitución. Para este fin el 
funcionario de conocimiento deberá adoptar las medidas conducentes para adecuar la petición a la 
acción que corresponda(Ley 472, 1998, art. 5). 
Esto quiere decir, que el juez tiene el deber de estimular el proceso para que su desarrollo sea 
rápido y las medidas tomadas sean oportunas en el momento. Pero de estos dos artículos, se 
desprende la siguiente pregunta ¿Con qué mecanismos cuenta el juez popular para cumplir este 
fin impuesto por el legislador? Para solucionar esta pregunta se hace un análisis de la ley y se 
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expondrán los mecanismos que con que cuenta el juez popular para la solución de estos 
conflictos. 
Facultades con que cuenta el juez popular 
El artículo 14 de la Ley 472 de 1998 establece que la Acción Popular se dirigirá contra el 
particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considere que 
amenaza, viola o ha violado el derecho o interés colectivo. En caso de existir la vulneración o amenaza y 
se desconozcan los responsables, corresponderá al juez determinarlos(Ley 472, 1998, art. 14). 
En el artículo 14 encontramos la primera facultad que tiene el juez y es determinar los 
responsables que están vulnerando o amenazando el interés o derecho colectivo, cuando estos no 
sean determinados, de igual manera el articulo 18 refuerza esta facultad en su parte final: 
“La demanda se dirigirá contra el presunto responsable del hecho u omisión que la motiva, si 
fuere conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se establezca que existen otros 
posibles responsables, el juez de primera instancia de oficio ordenará su citación en los 
términos en que aquí se prescribe para el demandado”(Ley 472, 1998, art. 18). 
De igual forma el juez no tiene la posibilidad como se evidencia en estos dos artículos de que 
si la parte accionante lo considera responsable y el juez en el trascurso del proceso observa que 
no  tiene la responsabilidad recién en el fallo podrá hacer desaparecer esa responsabilidad y esto 
nos deja la siguiente observación, si a las personas a quienes se dirige la acción no son los 
responsables, el juez no podría en ningún caso desprenderlos del proceso, solo hasta llegar al 




En el artículo 17 señala en su parte final la siguiente facultad que se le otorgará“al 
juez.En desarrollo del principio de la prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal, el juez 
competente que reciba la acción popular tendrá la facultad de tomar las medidas cautelares 
necesarias para impedir perjuicios irremediables e irreparables o suspender los hechos 
generadores de la amenaza a los derechos e intereses colectivos”(Ley 472, 1998. art. 17). 
 Es menester mencionar que el legislador ha sido muy generoso hacia el juez popular, porque 
como se evidencia las medias cautelares en otros procesos deben ser solicitada por la parte 
accionante, el juez es quien hace el respetivo control y la decreta o no, pero como se evidencia es 
el juez quien la decreta sin necesidad de petición alguna basándose en los otros requisitos de la 
demanda en que se encuentran regulados en el artículo 18 que son los siguientes: 
“a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; 
d) La indicación de la persona natural o jurídica, o la autoridad pública presuntamente 
responsable de la amenaza o del agravio, si fuere posible; 
e) Las pruebas que pretenda hacer valer; 
f) Las direcciones para notificaciones; 
g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción"(Ley 472, 1998, art 18). 
Es decir, con base en estos 7 postulados, el operador jurídico deberá tomar la decisión sobre 
las medidas cautelares, pero que clase de medidas puede interponer, el artículo 25 dice: 
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“Medidas Cautelares. Antes de ser notificada la demanda y en cualquier estado del 
proceso podrá el juez, de oficio o a petición de parte, decretar, debidamente motivadas, las 
medidas previas que estime pertinentes para prevenir un daño inminente o para hacer cesar el 
que se hubiere causado. En particular, podrá decretar las siguientes: 
a) Ordenar la inmediata cesación de las actividades que puedan originar el daño, que lo 
hayan causado o lo sigan ocasionando: 
b) Ordenar que se ejecuten los actos necesarios, cuando la conducta potencialmente 
perjudicial o dañina sea consecuencia de la omisión del demandado; 
c) Obligar al demandado a prestar caución para garantizar el cumplimiento de cualquiera 
de las anteriores medidas previas; 
d) Ordenar con cargo al Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos los 
estudios necesarios para establecer la naturaleza del daño y las medidas urgentes a tomar para 
mitigarlo. 
Parágrafo 1º.- El decreto y práctica de las medidas previas no suspenderá el curso del 
proceso. 
Parágrafo 2º.- Cuando se trate de una amenaza por razón de una omisión atribuida a una 
autoridad o persona particular, el juez deberá ordenar el cumplimiento inmediato de la acción 
que fuere necesaria, para lo cual otorgará un término perentorio. Si el peligro es inminente 
podrá ordenar que el acto, la obra o la acción la ejecute el actor o la comunidad amenazada, a 
costa del demandado”(Ley 472, 1998, art. 25). 
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En este artículo hay que tener una especial atención, el legislador delimito estas cuatro 
opciones como las únicas medidas cautelares para la protección de los derechos colectivos pero, 
si se analiza estas medidas son suficientes por su carácter general, además prevé en caso de no 
tener certeza sobre quién o que está generando el daño podrá ordenar al fondo para la defensa de 
los derechos e intereses para que realice los estudios necesarios y tomar las medidas cautelares 
oportunas. De igual forma el juez o la parte debe motivar el porqué de la medida cautelar. Sin 
embargo, la parte contraria puede oponerse utilizando las causales del artículo 26 que son: 
“a) Evitar mayores perjuicios al derecho o interés colectivo que se pretende proteger; 
b) Evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público; 
c) Evitar al demandado perjuicios cuya gravedad sea tal que le haga prácticamente 
imposible cumplir un eventual fallo desfavorable. 
d) Corresponde a quien alegue estas causales demostrarlas”(Ley 472, 1998, art. 26). 
Lo anterior puede dejar algunos cuestionamientos, en el caso de ordenar la cesación inmediata 
de las actividades, esta podría detener la ejecución de políticas públicas, como planes de 
desarrollo, o por ejemplo en el caso de la clínica Corpas que arroja residuos hospitalarios en el 
humedal la conejera, el juez,puede como medida cautelar paralizar todas sus actividades; si se 
está ante un alto grado de argumentación, demostrando el peligro eminente que se encuentre el 
ecosistema,por lo tanto podría hacer variar su interpretación y decretar dicha medida.  
Otras facultades que tiene el juez es el amparo de pobreza consagrada en el artículo 19, la 
admisión, inadmisión de la demanda y rechazo de la demanda, el termino para su contestación, el 
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termino para su notificación y el modo que se debe hacer, consagrados en los artículos 20, 21 
,22, 23. 
Una de lafacultad más importanteque la ley 472 le otorga al juez popular es el pacto de 
cumplimiento estipulado en el artículo 27 que menciona que el juez podrá citar a las partes en 
conflicto para que, dentro de una audiencia especial puedan solucionar las controversias, en el 
caso que las partes puedan acordar, pondrá fin a la controversia si al juez le parece conveniente. 
Esta facultad del juez refleja su importancia como mediador, además le permite escuchar a 
ambas partes para la solución más adecuada, lo que podría garantizar que el incidente pueda ser 
superado de la mejor manera. Incluso el juez podrá designar a una persona como auditor que 
vigile y asegure su cumplimiento, esto de una gran protección a los interés y derechos colectivos 
y como si fuera poco tendrá que publicarse en un medio de amplia circulación para que toda la 
ciudadanía se entere de lo pactado y como será protegido, lo que significa una doble vigilancia. 
En el caso de no poder lograr el pacto de cumplimiento se iniciara el periodo probatorio, en 
ese momento el legislador le entrega un conjunto de facultades muy importantes que se 
evidencian en los artículos 28,29,30,31,32 como son : 
Decretar pruebas de oficio de cualquier tipo, también podrá ordenar a los empleados de las 
entidades públicas expertos para rendir conceptos de manera de peritos, aportar documentos u 
otros informes que tengan un valor probatorio. Así mismo, el juez podrá en caso de necesitar de 
particulares certificaciones, exámenes, informes o demás conceptos que sean imperiosos para dar 
una decisión de fondo. En uno u otro caso las órdenes deberán cumplirse en el estricto término 




Se debe aclarar que la carga de la prueba corre en manos del demandante, lo que quiere decir 
que si la parte accionante necesita de una prueba pericial para darle peso a su argumento, el costo 
de la misma, tendrá que ser asumida por él, pero en el caso de que el demandante no tenga los 
recursos económicos o técnicos el juez impartirá las ordenes necesarias para conseguir la prueba 
si lo considera necesario, en el caso de ser una entidad pública la encargada de esta prueba, el 
juez podrá solicitarla y una vez recaudado el material probatorio suficiente,podrá proferir un 
fallo de fondo. Pero en el evento de que no sea una entidad pública el juez podrá ordenar su 
práctica con cargo al Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos. 
Las pruebas anticipadas tendrán un trato preferencial por parte del juez, en cuanto a la prueba 
pericial el juez puede acogerlo en su sentencia, y en caso de que el perito viole alguna de las 
disposiciones del artículo 32, el juez podrá sancionarlo de la siguiente manera: 
“- Ordenar su retiro del registro público de peritos para acciones populares y de grupo. 
- Decretar su inhabilidad para contratar con el Estado durante cinco (5) años. 
- Ordenar la investigación disciplinaria y/o penal correspondiente”(Ley 472, 1998, art. 32). 
Terminado el periodo probatorio el siguiente paso es la sentencia y es el momento donde le 
juez tendrá que tomar la decisión como lo menciona el artículo 34 esta decisión deberá contener, 
la decisión sobre si acoge o no las pretensiones, las obligaciones de hacer o no hacer, condenar 
en caso de haber perjuicios, el incentivo económico para el accionante y las medidas necesarias 
que se van a tomar para recuperar el daño ocasionado y termino para su cumplimiento. 
Se debe destacar que en la sentencia, al juez popular debe ser muy preciso en su decisión 
tanto en las obligaciones de hacer como no hacer y termino prudencial para que la responsable 
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pueda cumplir con su orden, también en el monto económico que destinara para la restauración 
del recurso natural y en el evento en que se deba crear un comité de verificación siempre y 
cuando se considere necesario, pues estará en manos de ese comité que la amenaza y vulneración 
sea superada. 
De la sentencia y el comité verificador hay una gran inquietud ¿Qué durabilidad tendrán estos 
comités de verificación? Teniendo en cuenta que por ejemplo en los recursos naturales más 
exactamente en los humedales necesitan no solo ser rescatados sino además conservados, para su 
adecuada existencia. 
Por últimas facultades del juez popular, tendremos el pago en costas consagrada en el artículo 
38, que en caso de observar mala fe podrá, imponer una multa hasta de 20 salarios mínimos 
mensuales a favor del Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, sin 
perjuicio de las demás acciones que se pueden interponer. 
También las del articulo 41 desacato cuando se incumpla una orden proferida por el juez el 
podrá interponer una multa hasta de “(50) salarios mínimos mensuales con destino al Fondo para 
la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, conmutables en arresto hasta de seis (6) 
meses, sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar” (Ley 472, 1998). 
En el artículo 42 también se encuentra otra facultad y esta hace referencia a la garantía que el 
juez delimitara con un monto que el considere suficiente en caso de que el vencido llegue a 
incumplir con lo establecido en la sentencia. Pero como se advirtió anteriormente en el caso de 
los recursos naturales en que momento podría creer que ya se superó el daño o que la sentencia 




Facultades con que cuenta el juez popular desde la Ley 1437 de 2011 
Para ofrecer una idea sobre lo que el legislador deseaba en su artículo 144 de la norma 
anteriormente señalada, se tomará un fragmento de la Sentencia T- 227 de 2017que señala: 
El medio de control de protección de los derechos e intereses colectivos fue consagrado para que 
cualquier persona pueda: (a) demandar la protección de los derechos e intereses colectivos, (b) pedir 
que se adopten las medidas necesarias con el fin de evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, 
la amenaza, la vulneración o agravio sobre los mismos, y (c) restituir las cosas a su estado anterior 
cuando fuere posible.  
 La interposición de los mencionados medios de control dan inicio a un proceso judicial, en el cual 
las partes pueden conciliar, solicitar pruebas, presentar alegatos y recursos, así como pedir la adopción 
de medidas cautelares, las cuales dan eficacia al mecanismo incluso en casos en los que se requiera la 
adopción de órdenes urgentes, pues las mismas pueden decretarse desde su solicitud sin previa 
notificación a la otra parte, cuando el perjuicio inminente o el daño lo ameriten por su gravedad(M.P. 
Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
Ahora bien, en la ley 1437 y su artículo 144 titulado protección de los derechos e intereses 
colectivos el artículo señala: 
…cualquier persona puede demandar la protección de los derechos e intereses colectivos para lo 
cual podrá pedir que se adopten las medidas necesarias con el fin de evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los mismos, o restituir las cosas a su estado 
anterior cuando fuere posible. 
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Cuando la vulneración de los derechos e intereses colectivos provenga de la actividad de una 
entidad pública, podrá demandarse su protección, inclusive cuando la conducta vulneraste sea un acto 
administrativo o un contrato, sin que en uno u otro evento, pueda el juez anular el acto o el contrato, 
sin perjuicio de que pueda adoptar las medidas que sean necesarias para hacer cesar la amenaza o 
vulneración de los derechos colectivos.  
Antes de presentar la demanda para la protección de los derechos e intereses colectivos, el 
demandante debe solicitar a la autoridad o al particular en ejercicio de funciones administrativas que 
adopte las medidas necesarias de protección del derecho o interés colectivo amenazado o violado. Si la 
autoridad no atiende dicha reclamación dentro de los quince (15) días siguientes a la presentación de la 
solicitud o se niega a ello, podrá acudirse ante el juez. Excepcionalmente, se podrá prescindir de este 
requisito, cuando exista inminente peligro de ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los 
derechos e intereses colectivos, situación que deberá sustentarse en la demanda(Ley 1437, 2011, art. 
144). 
Este artículo, hace ver una mayor generalidad de las posibilidades que la ciudadanía tiene para 
optar por cualquier tipo de medida necesaria que tenga como fin evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro… incluso el legislador faculta al juez de anular un acto o contrato, sin contar con 
la medidas cautelares de carácter urgente, el legislador ha sido muy cuidadoso para no torpedear 
la inmediatez del juez para la solución de las controversias que surten en razón de los intereses y 
derechos colectivos.  
Por consiguiente, si asociamos lo dicho por la Corte Constitucional y lo plasmado en la norma 
de estudio es posible concluir que el juez popular, tiene los suficientes mecanismos o facultades 
para solucionar cualquier controversia en la que verse un derecho colectivo. 
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Como se mencionó al principio del capítulo en esta primera parte solo se mostraría desde las 
facultades que la Ley 472 de 1998 y la 1437 de 2011 le otorgo al juez para la protección de los 
derechos e intereses colectivos, teniendo esto claro,se pasara al análisis jurisprudencial que 
permitiráresponder la pregunta de investigación que es ¿Cuál es el alcance del juez popular para 
la protección de los humedales en Colombia desde la jurisprudencia de la Corte Constitucional? 
 
El alcance del juez popular para la protección de los humedales en Colombia desde la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional 
Nociones preliminares 
Para la segunda parte de este capítulo es importante mencionar que se ha tomado la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional y no la de otra alta corte como el Consejo de Estado, 
aunque el tema que se está desarrollando es el alcance del juez popular en relación con la 
protección ambiental en humedales y es en el Consejo de Estado donde se podría ver mayor 
dinamismo en la participación del juez popular, esto no es del todo cierto pues los humedales son 
áreas de especial protección, lo que significa que en alguna momento el juez popular podrá ser 
remplazado por el juez de tutela o constitucional, lo que significaría que el alcance se dará en 
razón a los eventos en los cuales el juez de tutela desplace al juez popular. 
Otro argumento, que lleva al estudio de la jurisprudencia de la Corte Constitucional es el 
mencionado en la sentencia C-113/ 93cuando el magistrado Arango Mejía que hace ver la 
supremacía de la corte constitucional en relación con su precedente hacia las altas cortes en la 
frase siguiente “entre la Constitución y la corte constitucional, cuando esta interpreta aquella, no 
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puede interponerse ni una hoja de papel” (Corte Constitucional, C-113/ 93 , 1993). Si además se 
tiene en cuenta el concepto de la constitución ecológica que ha venido desarrollando la 
jurisprudencia de la misma, que se puede sintetizar en que la protección del medio ambiente es 
un derecho y deber que tenemos todos los ciudadanos, donde el estado deberá implementar las 
acciones más eficaces para garantizarlo y es el activismo de los magistrados de la corte 
Constitucional que se han puesto en el papel de garantizar y promover los derechos de los 
cuidados a través de su jurisprudencia.  
Por todo lo anterior, el método de investigación que se implementó en esteestudio, es el 
análisis jurisprudencial desarrollado por el doctor Diego Eduardo López Medina en su libro El 
derecho de los jueces. Es importante entender que para el análisis jurisprudencial se debe 
desarrollar una línea jurisprudencial y con ella se espera evidenciar todas las sub-reglas de 
derecho que ha emitido la corte en sus providencias.  
En la siguiente parte se explica el método y simultáneamente se realiza la línea 
jurisprudencial con el tema que se deseó abordar en esta investigación. 
Análisis Jurisprudencial 
Para realizar el análisis jurisprudencial es indispensable elaborar una línea jurisprudencial, 
que como lo menciona el doctor Diego Eduardo López en su libro el derecho de los jueces, se 
hará desde la premisa de un problema jurídico que se verá confrontado, en dos hipótesis una 
positiva y otra negativa y como por intermedio de las providencias en este caso de la Corte 
Constitucional se va observando hacia qué lado de las hipótesis se dirige y cuáles son las sub-
regla de derecho que de ella se desprendan. 
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Ahora bien, ya entendemos que la línea jurisprudencial está construida sobre la base de un 
problema jurídico, que se ha desarrollado en los pronunciamientos de la corte y que estos 
pronunciamientos, llevan inmerso unas sub-reglas de derecho que deben ser aplicadas a los casos 
en concreto, pero esta línea no es coger sentencias al azar contiene un método desarrollado por el 
doctor Diego Eduardo López Mediana que sintetizara de la siguiente manera: a) definir el 
problema jurídico; b) hacer el rastreo jurisprudencial; c) establecer el nicho situacional; d) 
cuadro de balance jurisprudencial; y análisis, explicación de la línea y determinación de la ratio 
decidendi. 
Definir el problema jurídico 
El problema jurídico surge de la inquietud del investigador en relación con un tema en 
derecho, este debe ser lo más concreto posible, para que luego en la búsqueda de las sentencias 
se pueda sintetizar de la mejor manera. 
Para este caso la pregunta de investigación es ¿cuál es el alcance del juez popular para la 
protección de los humedales en Colombia desde la jurisprudencia de la corte constitucional? Por 
lo tanto el problema jurídico debe estar estrictamente ligado a la pregunta de investigación. 
Para lograr de manera exitosa la búsqueda del problema jurídico fue necesario en primer lugar 
analizar el tema, luego el sub-tema y finalmente construir el problema jurídico. En el caso de esta 
investigación el tema es la protección ambiental.  
El Sub-tema que se abordar para esta línea jurisprudencial es el alcance del juez popular para 




Por lo anterior, el problema jurídico que se abordar es el siguiente:¿Cuál es el alcance del juez 
popular para la protección de los humedales en Colombia desde la jurisprudencia de la corte 
constitucional?  
Continuando con el método, se deben ubicar dos hipótesis que sean totalmente contrarias, es 
decir una hipótesis positiva y otra negativa para que en el desarrollo de la línea se pueda 
evidenciar como se ha ido desarrollando el problema jurídico en el paso del tiempo por medio de 
las jurisprudencias de la corte constitucional y hacia que hipótesis la corte se ha inclinado más en 
la toma de sus decisiones. Por consiguiente, la primera hipótesis es: 
1. El juez popular, en ningún caso podrá ser desplazado por el juez de tutela para la protección 
de las áreas de especial protección ecológica como los son los humedales, la razón de ello es que 
la ley 472 de 1998 y la ley 1437 del 2011 le otorgan las facultades suficientes para su eficaz 
protección. 
2. El juez popular, podrá ser desplazado por el juez de tutela para la protección de áreas de 
especial protección ecológica como lo son los humedales, en contravía del artículo 88 de la 
constitución política, y la ley 472 de 1998. 
El doctor Diego López en su libro recomienda utilizar el siguiente esquema para ubicar de 
mejor menara problema jurídico y la hipótesis positiva y negativa, para que en el desarrollo de la 
línea se pueda evidenciar con el estudio de las sentencias. 






   
Hipótesis 
negativa 
Fuente: López, 2006. 
 
Implementado el mismo cuadro, se ubicará el problema jurídico y las dos hipótesis. 
Tabla 6. Hipótesis. 
¿Cuál es el alcance del juez popular para la protección de los humedales en 
Colombia desde la jurisprudencia de la corte constitucional? 
 El juez popular, 
en ningún caso podrá 
ser desplazado por el 
juez de tutela para la 
protección de las 
áreas de especial 
protección ecológica 
como los humedales, 
la razón de ello es 
que la ley 472 de 
1998 y la ley 1437 
del 2011 le otorgan 
las facultades 
  El juez popular, 
podrá ser desplazado 
por el juez de tutela 
para la protección de 
la áreas de especial 
protección ecológica 
como lo son los 
humedales, en 
contravía del artículo 
88 de la constitución 








Fuente: elaboración propia. 
 
Rastreo jurisprudencial 
Con un problema jurídico consolidado, es necesario realizar el rastreo jurisprudencial, se debe 
tener en cuenta que la corte constitucional, cuenta con su página de internet la cual tiene una 
pestaña que es denominada relatoría, en ella podemos buscar las sentencias de todos los años que 
ha proferido la Corte Constitucional. 
La idea primordial del rastreo jurisprudencial, es buscar la sentencia más reciente en al que se 
desarrolle el problema jurídico o como dice el profesor Diego López Medina es denominado 
como el punto arquimedico, por lo tanto tendremos que utilizar las dos formas de búsqueda en la 
relatoría de la corte, la primera sería en la búsqueda temática que tiene, en ella podemos buscar 
la sentencias que posiblemente tratan nuestro problema jurídico, pero no nos da la certeza que 
ellas sean las ultimas que han desarrollado nuestro problema jurídico, una vez, terminemos la 
búsqueda temática es necesario pasar a la búsqueda cronológica, en ella ubicaremos el año actual 
y se buscara la sentencia que trate el problema jurídico. 
Para el caso de este problema jurídico, la sentencia más reciente es la T-361/17 de 2017que 
trata sobre la delimitación del páramo de Santurban, esta sentencia es el punto arquimedico de 
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nuestro problema jurídico. Ahora el siguiente paso es leer la sentencia de manera muy detallada 
con el fin de poder sustraer sentencias anteriormente citadas por la corte que desarrollen el 
problema jurídico. Del análisis anterior se tomaron ocho Sentencias que tratan el problema 





Fuente: elaboración propia. 
Ahora bien, una vez encontrado el punto arquimedico y posteriormente extraídas las 
sentencias que tratan nuestro problema jurídico se continua con el nicho citacional.  
Nicho citacional 
El nicho citacional o la telaraña como la denomina el doctor diego López medina, surge del 
punto arquimedico y de él se desprende un conjunto de providencias que desarrollan el problema 
jurídico planteado previamente, lo que permite evidenciar que postura ha tomado el tribunal en 
este caso la Corte Constitucional.  
SENTENCIA T-361/2017





El nicho citacional tiene tres niveles: El primer nivel contiene todas aquellas sentencias que 
surgen del punto arquimedico, para nuestro caso diez sentencias responden a nuestro problema 
jurídico. El segundo nivel, corresponde al análisis de cada sentencia del primer nivel de las 
cuales se extraen de igual manera, todas las sentencias que desarrollan el problema jurídico, es 
posible que algunas sentencias sean citadas en varias ocasiones por otras sentencias posteriores. 
Y en el tercer nivel surge de la misma forma que el segundo con la diferencia de que el análisis 
que se debe hacer es sobre las sentencias extraídas en el segundo nivel. 
Para el caso de nuestra línea jurisprudencial solose utilizara tres niveles,para una mayor 
comprensión se va diferenciar cada sentencia con un color distinto, de esta forma se identificara 
cuales se repiten y cuáles no. 
La razón de por qué algunas sentencias son más citadas que otras, es que los tribunales 
cuando realizan el análisis para dar solución a un caso en concreto toman sentencias anteriores 
que deberán citar y en ellas se ve el desarrollo de la sub-regla de derecho, o en palabras de Diego 
Eduardo la racio deciendi. 




Fuente: elaboración propia. 
Cuadro de balance jurisprudencial 
El cuadro de balance permite, visualizar de mejor manera como ha sido el desarrollo del 
problema jurídico, en relación con las dos hipótesis anteriormente mencionadas, las sentencias se 
ubicaran en orden cronológico y por intermedio de los puntos los cuales se tomaran de guía, para 
observar el desarrollo de la sub-regla de derecho. Con lo anterior se evidenciara el camino que ha 
recorrido la corte para la solución del problema jurídico. 
Tabla 7. Balance jurisprudencial. 
¿El juez popular puede ser desplazado por el juez de tutela para la protección de áreas 





















El juez popular en 
ningún caso podrá 
ser desplazado por el 
juez de tutela para la 
protección de las 
áreas de especial 
protección ecológica 
como los son los 
humedales, la razón 
de ello es que la ley 
472 de 1998 y la ley 
1437 del 2011 le 
otorgan las 
facultades suficientes 












SU 067 de 1993 
•  
T 254 de 1993. 
•  
C -215 de 1999 
•  
T-666 de 2002 
•  
T-389 del 2015 
•  





El juez popular 
podrá ser desplazado 
por el juez de tutela 
para la protección de 
la áreas de especial 
protección ecológica 
como lo son los 
humedales, sin en 
contravía del artículo 
88 de la constitución 









T227 del 2017 
•  
T-361 del 2017 
 
 
Fuente: elaboración propia. 
El cuadro anterior refleja cómo ha sido la dinámica que tenido la corte constitucional frente al 
problema jurídico, como se evidencia la línea se ha inclinado más hacia el hipótesis positiva, 
pero para tener total certeza de lo anterior se debe determinar la obiter dicta, la ratio decidendi y 
el decisum de las anteriores sentencias que componen la línea. 
Análisis y explicación de la línea y determinación de la ratio decidendi 
En este punto se analiza las sentencias que componen la línea jurisprudencial, como ya 
sabemos las sentencias están compuestas por tres elementos la obiter dicta, la ratio decidendi y el 
decisum o la decisión que se tomó para resolver el caso concreto. 
Es cierto que los tres elementos anteriormente enunciados, son muy importantes pero para 
esta investigación solo analizaremos la ratio decidendi que es la sub-regla de derecho que 
resuelve el problema jurídico. 
Ahora bien la ratio decidendi, es también conocida como la razón de la decisión, el doctor 
Diego López Medina la define con apoyo en la corte constitucional como “la formulación más 
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general, másallá de las particularidades irrelevantes del caso, del principio, regla o razón general 
que constituyen la base de la decisión judicial específica”(Lopez, 2006, pág. 218). 
En consecuencia, en este punto el método de análisis jurisprudencial, permite visualizar cómo 
el tribunal en este caso la Corte Constitucional ha solucionado el problema jurídico en sus 
providencias, evidenciando las sub-reglas de derecho en el tiempo y ubicar cual es el estado 
actual de la misma. 
Por lo tanto, se toman las sentencias que forman la línea desde la más antigua a la más 
reciente explicando el cambio o adhesiones a las sub reglas de derecho que contiene. 
La primera sentencia que se analiza es la sentencia SU-67 de 1993, la anterior tiene unas 
características especiales al ser la primera sentencia que trata nuestro problema jurídico por la 
Corte Constitucional, además como lo señala el tribunal, será ella misma quien deberá extender 
sus principios y puntualizar los casos en que la acción popular puede ser desplazada para la 
acción de tutela en la protección del medio ambiente. 
De la ratio decidendi de esta sentencia se extrae: 
Los principios y valores constitucionales y las características de los hechos adquieren aquí una 
importancia excepcional.  Mientras que en el caso de los derechos fundamentales de aplicación 
inmediata se suelen mirar los hechos desde la perspectiva de la norma, en el caso de los derechos 
difusos o colectivos, la norma constitucional que los consagra y su coexistencia con el derecho 
fundamental para desatar el mecanismo protector de la tutela, se descubre bajo la óptica de los valores, 
de los principios y de las circunstancias del caso.  
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La conexión que los derechos colectivos pueden presentar, en el caso concreto, con otros derechos 
fundamentales, es de tal naturaleza que, sin la debida protección de aquellos, estos prácticamente 
desaparecerían o se haría imposible una protección eficaz.   En estos casos se requiere una 
interpretación global de los principios, valores, derechos fundamentales de aplicación inmediata y 
derechos colectivos, para fundamentar la aplicación inmediata que aparece como insuficiente para 
respaldar una decisión, puede llegar a ser suficiente si se combina con un principio o con un derecho 
de tipo social o cultural y viceversa.  Esto se debe a que la eficacia de las normas constitucionales no 
está claramente definida cuando se analizan a priori, en abstracto, antes de entrar en relación con los 
hechos(Corte Constitucional, SU – 067 de 1993, M.P.Fabio Moron Diaz, Ciro Angarita 
Baron). 
Es decir, dependerá el análisis del operador jurídico quien deberá a través de un criterio de 
interpretación y ponderación, decidir si el caso en análisis cumple con el criterio de conexidad 
entre el derecho colectivo y el derecho fundamental es decir si configura el principio de 
inmediatez. 
Este criterio es acogido por la sentencia T -254 de 1993 al decir lo siguiente: 
Con todo, cuando la violación del derecho a un ambiente sano implica o conlleva simultáneamente 
un ataque directo y concreto a un derecho fundamental, se convierte la acción de tutela en el 
instrumento de protección de todos los derechos amenazados, por virtud de la mayor jerarquía que 
ostentan los derechos fundamentales dentro de la órbita constitucional. 
 Esa conexidad por razón de la identidad del ataque a los derechos colectivo y fundamental genera, 
pues, una unidad en su defensa, que obedece tanto a un principio de economía procesal como de 
prevalencia de la tutela sobre las acciones populares, que de otra manera deberían aplicarse 
independientemente como figuras autónomas que son (M.P. Antonio Barrera Carbonell). 
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En este sentido la Corte ha sido más precisa al mencionar que el derecho al medio ambiento 
sano cuando sea vulnerado conlleva un ataque directo a un derecho fundamental, la acción de 
tutela desplaza de forma automática a la acción popular, por la jerarquía que ostentan los 
derechos fundamentales, en este sentido la corte ha sido muy aguda, porque casi de manera 
absoluta la acción popular seria desplazada por la acción popular en la medida que está en la 
mayoría de casos la protección al medio ambiente esta entrelazada con un derecho subjetivo. 
Conforme a lo anterior, el tribunal al analizar la sentencia de constitucionalidad 215 de 1999, 
examina la procedencia de la acción popular, cuál es su finalidad y su alcance con respecto a los 
derechos e interés que protege, por lo tanto anterior la Corte sintetiza de manera siguiente: 
Finalmente, debe reiterarse que las acciones populares aunque se encaminen a la protección y amparo 
judicial de los intereses y derechos colectivos, no pueden ejercerse como ya se indicó, con el objeto de 
perseguir la reparación subjetiva o plural de los eventuales daños que pueda causar la acción o la 
omisión de la autoridad pública o del particular sobre ellos. Para estos últimos fines, el constituyente 
de 1991 creó las acciones de grupo o de clase, a la vez que conservó las acciones ordinarias o 
especializadas y consagró como complemento residual, la Acción de Tutela. Esas acciones, para su 
procedencia, exigen siempre que el daño afecte derechos subjetivos de origen constitucional o legal de 
un número plural de personas que por sus condiciones y por su dimensión deben ser atendidos con 
prontitud, inmediatez, efectividad y sin mayores requisitos procesales dilatorios(Corte 
Constitucional, Sentencia C-215 de 1999, M.P. Martha Victoria Sáchica de Moncaleano). 
En esa medida, la Corte en su análisis destaca que el juez que dirime las controversias de las 
acciones populares tiene los suficientes mecanismos para su protección adecuada, sin embargo 




Lo anterior, también se da en razón a la expedición de la ley 472 de 1998, encargada de 
desarrollar el artículo 88 de la Constitución Política, por lo que,  la protección de los derechos 
colectivos se hará por medio de la acción popular, brindando un mayor margen de acción, 
mientras la acción de tutela será solo un mecanismo residual. 
Como se ha observado,  la Corte no ha sido estable en su criterio respecto a en qué casos la 
acción de tutela desplaza a la acción popular, así lo ha expresado  en la Sentencia T 666 de 2002: 
Las condiciones propias del perjuicio suponen que el juez de tutela se enfrenta a una situación de 
perjuicio irremediable, que únicamente puede ser efectivamente conjurado mediante la interpretación 
de los textos legales. La imperiosa necesidad se relaciona con aquellas situaciones en las cuales estén 
involucrados derechos fundamentales (i) la Corte Constitucional no haya definido nada sobre la 
interpretación del derecho fundamental o sobre la norma legal en función al derecho fundamental, (ii) 
sea necesario o pertinente modificar el precedente en la materia o (iii) no existen desarrollos 
doctrinarios sobre el punto. Claro está, la imperiosa necesidad únicamente puede ser definida en 
función de la garantía de la efectividad del derecho fundamental en cuestión (M.P. Eduardo 
Montealegre Lynet). 
En este sentencia la corte examina que en caso de evidenciar prejuicios irremediables que solo 
puede verse en razón a la interpretación del operador jurídico, con respecto al caso en concreto, 
en donde se cuestione la vulneración de un derecho fundamental para que procesa la acción de 
tutela en función de la garantía de la efectividad del derecho fundamental en cuestión. La corte 
en esta sentencia retoma lo dicho en la sentencia SU 067 de 1993, anunciando los vacíos con que 
cuenta la doctrina constitucional con respecto al tema. 
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Como se vio anteriormente la Corte retoma la postura presentada en la SU 067 de 1993 y 
desde el año 2002 empieza a instaurar un conjunto de reglas que se materializan en concreto, en 
la sentencia T-389 de 2015 de la siguiente manera: 
De acuerdo con decantada jurisprudencia de esta Corporación, cuando se pretenda solicitar el 
amparo de derechos fundamentales que derivan de la violación de un derecho que, en principio, puede 
ser concebido como colectivo, el juez constitucional debe ser especialmente cuidadoso al momento de 
determinar si la acción procedente es la acción popular o la acción de tutela. Así, el hecho de que se 
pretenda la protección de un derecho colectivo no implica, per se, la improcedencia de la acción de 
tutela, toda vez que pueden existir circunstancias que hacen necesaria la intervención urgente e 
inmediata del juez de tutela(M.P.Gabriel Eduardo Mendoza  Martelo.). 
 En consecuencia a lo anterior, la Corte Constitucional en su jurisprudencia ha fijado 
loscriterios que permiten establecer la procedencia de la acción de tutela en tales eventos, así:  
(i)   Que exista conexidad entre la vulneración del derecho colectivo y la violación o amenaza de un 
derecho fundamental, de tal forma que el daño o amenaza del mencionado derecho sea consecuencia 
inmediata y directa de la perturbación del derecho colectivo. 
 (ii) El demandante debe ser la persona directa o realmente afectada en su derecho fundamental, 
pues la acción de tutela es de carácter subjetivo. 
 (iii) La vulneración o la amenaza del derecho fundamental debe estar plenamente acreditada. 
 (iv)La orden judicial que se imparta en estos casos debe orientarse al restablecimiento del derecho 
de carácter fundamental y no del derecho colectivo en sí mismo considerado, pese a que con su 
decisión resulte protegido, igualmente un derecho de esa naturaleza(Corte Constitucional, Sentencia 
T-389 de 2015. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza  Martelo). 
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 Adicionalmente, es necesario la comprobación de la falta de idoneidad de la acción popular 
en el caso concreto. En este sentido ha dicho esta Corporación: 
 Esta breve referencia muestra que en principio la Ley 472 de 1998 es un instrumento 
idóneo y eficaz para enfrentar las vulneraciones o amenazas a los derechos colectivos.(…) 
En tales circunstancias, la entrada en vigor de una regulación completa y eficaz sobre 
acciones populares implica que, fuera de los cuatro requisitos señalados (…) para que la 
tutela proceda en caso de afectación de un derecho colectivo, es además necesario, 
teniendo en cuenta el carácter subsidiario y residual de la tutela (CP art. 86), que en el 
expediente aparezca claro que la acción popular no es idónea, en concreto, para amparar 
específicamente el derecho fundamental vulnerado en conexidad con el derecho colectivo, 
por ejemplo porque sea necesaria una orden judicial individual en relación con el 
peticionario. En efecto, en determinados casos puede suceder que la acción popular resulta 
adecuada para enfrentar la afectación del derecho colectivo vulnerado, pero ella no es 
suficiente para amparar el derecho fundamental que ha sido afectado en conexidad con el 
interés colectivo. En tal evento, la tutela es procedente de manera directa, por cuanto la 
acción popular no resulta idónea para proteger el derecho fundamental. Pero si no existen 
razones para suponer que la acción popular sea inadecuada, entonces la tutela no es 
procedente, salvo que el actor recurra a ella como mecanismo transitorio, mientras la 
jurisdicción competente resuelve la acción popular en curso y cuando ello resulte 
indispensable para la protección de un derecho fundamental.En conclusión, el orden 
constitucional establece de manera diferenciada mecanismos específicos para la protección 
de derechos fundamentales (la acción de tutela), y de derechos e intereses colectivos (las 
acciones populares) frente a su vulneración o amenaza (Sentencia T-389 de 2015. M.P. 
Gabriel Eduardo Mendoza  Martelo). 
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Como se evidencia, la Corte  concibió cuatro criterios claros, en los casos en que el juez de 
tutela puede desplazar a los demás, pero en este sentencia se enmarca un nuevo criterio y es para 
el caso específicamente de los derechos colectivos y es en el evento en que esta no es el 
mecanismo ideal para la protección del derecho en disputa, pero en el caso en que no se acredite 
que no es el mecanismo ideal la tutela puede ser implementada transitoriamente, pero dejando 
total independencia al derecho colectivo para que el juez sobre la materia pueda tomar las 
medidas necesarias para la solución del conflicto colectivo.  
La Corte continúa la línea trazada como se evidencia en la sentencia T- 253 de 2016,  donde 
la sub regla de derecho es precisamente, la jurisprudencia constitucional,donde se ha reconocido 
la procedencia de la acción de tutela cuando los derechos fundamentales se vean afectados ante 
el desconocimiento de derechos de carácter colectivo, pero sujeta a los siguientes requisitos: 
(i) que exista conexidad entre la vulneración de un derecho colectivo y la violación o amenaza a un 
derecho fundamental, de tal suerte que el daño o la amenaza del derecho fundamental sea 
‘consecuencia inmediata y directa de la perturbación del derecho colectivo’, 
(ii) el peticionario debe ser la persona directa o realmente afectada en su derecho fundamental, pues 
la acción de tutela es de naturaleza subjetiva; 
(iii) la vulneración o la amenaza del derecho fundamental no deben ser hipotéticas sino que deben 
aparecer expresamente probadas en el expediente; y 
(iv) finalmente, la orden judicial debe buscar el restablecimiento del derecho fundamental afectado, 
y ‘no del derecho colectivo en sí mismo considerado, pese a que con su decisión resulte protegido, 
igualmente, un derecho de esta naturalezaamenaza (Corte Constitucional, Sentencia T-361 de 
2017. M.P. Alberto Rojas Ríos). 
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 A estos cuatro requisitos para la procedencia de la tutela como mecanismo de protección de 
derechos colectivos en conexidad con derechos fundamentales, se ha agregado el de demostrar 
que la acción popular no es idónea, en el caso particular, para salvaguardar el derecho 
fundamental vulnerado o amenazado. 
…a fin de determinar la procedencia de la acción de tutela, el juez constitucional debe verificar si 
en el expediente aparece acreditado de manera fehaciente: 
que la afectación del derecho colectivo también amenaza el derecho individualizado de la 
persona que interpone la acción de tutela, cuya protección no resulta efectiva mediante la 
presentación de una acción popular, sino que, por el contrario, debe ser evidente la urgencia en la 
intervención inmediata del juez de tutelaamenaza (Corte Constitucional, Sentencia T-361 de 
2017. M.P. Alberto Rojas Ríos). 
Finalmente, debe señalarse que cuando la acción de tutela es procedente en estos eventos y el 
amparo es concedido, el mismo debe encaminarse exclusivamente a la protección del derecho 
fundamental y no al colectivo, sin perjuicio de que el restablecimiento del primero implique a su 
vez el del segundo. 
Aunque la sub-regla parece idéntica a la expuesta en la sentencia T– 389 del 2015 no lo es 
pues la corte dice, que si bien es cierto los mecanismos implementados por el juez de tutela son 
principalmente para protección del derecho subjetivo o fundamental y no al colectivo, es posible 
que el restablecimiento implique el restablecimiento del segundo, lo que daría lugar al 
desplazamiento del juez popular, por el juez de tutela. 
Esta línea es cambiada en la sentencia T- 622 de 2016, la razón es que aunque el sujeto 
afectado es el Rio Atrato, la acción de tutela es interpuesta por una comunidad 
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étnica,considerada por la Constitución como sujetos de especial protección, por lo tanto en 
la sentencia citada la Corte ha expresado: 
principio de subsidiariedad como requisito de procedibilidad de la acción de tutela, esta 
Corporación ha sostenido que en los casos en que existan medios judiciales ordinarios de protección al 
alcance del actor, el amparo será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los 
mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para 
garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere del 
amparo constitucional como mecanismo transitorio, puesto que, de lo contrario, se configuraría un 
perjuicio irremediable; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es un 
sujeto de especial protección constitucionalamenaza (Sentencia T-622 de 2016. M.P.Jorge Iván 
Palacio Palacio). 
Se deja de lado los criterios expuestos anteriormente, y se encamina hacia la protección 
especial que tiene estos sujetos cuando se ven afectados sus derechos. 
Ahora bien, en Sentencia T-227 de 2017 la Corte reitera:  
Esta Corporación ha sostenido que es obligación del juez que estudia la procedencia de la acción de 
tutela, tener en cuenta que ésta es un mecanismo sumario y preferente creado para la protección de los 
derechos fundamentales, que se caracteriza por ser residual o supletorio, obedeciendo a la necesidad 
de preservar las competencias atribuidas por el legislador a las diferentes autoridades judiciales a partir 
de los procedimientos ordinarios o especiales en los que también se protegen prerrogativas de 
naturaleza constitucional. En consecuencia, el recurso de amparo no puede convertirse en un 
mecanismo alternativo, sustitutivo, paralelo o complementario de los diversos procedimientos 
existentes, salvo que los mismos no sean eficaces o idóneos, o se configure un perjuicio 
irremediableamenaza (M.P.Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
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Postura similar a las expuestas en las sentencias SU 067 de 1993, T 254 de 1993.T -215 de 
1999, lo que podría significar un retroceso en línea jurisprudencial de la Corte.  Por último, 
tenemos la sentencia T 361 de 2017, esta es nuestro punto arquimedico, es decir de ella se 
desprendió las anteriores jurisprudencias, por la tanto la racio decidendi de esta sentencia es: 
Por ello, la Corte Constitucional ha fijado los siguientes criterios de procedibilidad: 
“(i) Que exista conexidad entre la vulneración del derecho colectivo y la violación o 
amenaza de un derecho fundamental, de tal forma que el daño o amenaza del mencionado 
derecho sea consecuencia inmediata y directa de la perturbación del derecho colectivo. 
(ii) El demandante debe ser la persona directa o realmente afectada en su derecho 
fundamental, pues la acción de tutela es de carácter subjetivo. 
(iii) La vulneración o la amenaza del derecho fundamental debe estar plenamente acreditada. 
(iv) La orden judicial que se imparta en estos casos debe orientarse al restablecimiento del 
derecho de carácter fundamental y “no del derecho colectivo en sí mismo considerado, pese a que 
con su decisión resulte protegido, igualmente un derecho de esa naturaleza’. 
(v)Adicionalmente, es necesario la comprobación de la falta de idoneidad de la acción 
popular en el caso concreto.’ 
Adicionalmente, la regla de la improcedencia de tutela para proteger derechos colectivos tiene 
otra excepción, que se identifica con la interposición de ésta como mecanismo transitorio. La 
hipótesis señalada se requiere que el caso no incluya la conculcación y/o amenaza de derechos 
fundamentales debido a la afectación de intereses colectivos, y exista riesgo que se configure un 
perjuicio irremediable sobre esos derechos difusos. 
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 En suma, la Sala Octava de Revisión advierte que la acción de tutela, en principio, es 
improcedente para conocer de las demandas que pretenden la protección de derechos colectivos. 
Sin embargo, esa regla tiene dos excepciones. 
 ‘En primer lugar, las personas podrán acudir a la tutela para solicitar la salvaguarda de sus 
derechos fundamentales que resultan amenazados o/y vulnerados como consecuencia de un 
peligro y/o afectación de derechos colectivos. En ese evento, el juez deberá estudiar si: i) la 
conculcación del interés colectivo conduce al quebranto de un derecho subjetivo fundamental; ii) 
el perjudicado formula la acción de tutela; iii) el riesgo o vulneración de los mandatos de 
optimización se encuentra acreditado; y iv) la acción popular debe carecer de idoneidad en el caso 
concreto. En caso de sobrepasar esos criterios, el remedio judicial que se profiera debe 
concentrarse en restablecer el derecho fundamental desconocido, y su amparo será definitivo así 
como directo. 
 En segundo lugar, los ciudadanos tienen la opción de interponer la acción de tutela para evitar 
la configuración de un perjuicio irremediable en los derechos colectivos que alegan como 
conculcados. En esta situación, la protección se otorgará como mecanismo transitorio mientras la 
acción popular surte su trámite. Además, la mencionada hipótesis operará cuando no concurra la 
vulneración de derechos fundamentales y las reglas señaladas en el párrafo precedenteamenaza 
(Corte Constitucional, Sentencia T-361 de 2017. M.P. Alberto Rojas Ríos). 
Si se analiza con detalle esta sentencia recoge las anteriores sub reglas de derecho, que ha 
venido desarrollando el tribunal Constitucional, implementado cinco criterios, que serán 
evaluados desde el estudio del juez en el caso en concreto y la posibilidad que tiene los 
ciudadanos para interponer la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable, esperando que la acción popular surta su trámite. El mismo tribunal 
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aclara que esto solo podrá hacerse siempre y cuando no se encuentren afectados derechos 
fundamentales. 
También se debe tener en cuenta que el mismo tribunal concibe que la acción popular es el 
mecanismo idóneo para la protección de derechos colectivos, pero al estar inmerso algún derecho 
fundamental o subjetivo la acción de tutela podrá desplazar a la anterior en pro de la protección 
de ese derecho fundamental que debe ser definitivo así como directo es decir, si para garantizar 
el derecho fundamental también se dirime la controversia con el derecho colectivo el juez de 
tutela en su decisión puedo desplazar al juez popular en la solución del conflicto. 
Recapitulación 
En este capítulo, se desarrolló en dos partes la primera las facultades del juez popular desde la 
normatividad y la segunda el alcance del mismo en la protección ambiental desde la 
jurisprudencia de la Corte.  
En esta primera parte se analizó la normativa vigente es decir desde la ley 472 de 1998, la ley 
1425 de 2010 y la ley 1437 de 2011, en ellas se analizaron las facultades otorgadas al juez 
popular para proteger el medio ambiente. 
El anterior análisis, permitióobservar que el juez popular, es un juez diferente, la razón es que 
los derechos que protege son de carácter colectivo, esto significa que pertenecen a todos y por lo 
tanto, el legislador le otorgo facultades especiales, como pedir pruebas de oficio, la audiencia de 
pacto de cumplimiento, la creación de interventoría para garantizar la decisión, entre otras. 
En la segunda parte de esta capitulo se desarrolló el método análisis jurisprudencial, 
elaborado por el doctor Diego Eduardo López Media ,en su libro El Derecho De Los Jueces, este 
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método se basa en la elaboración de una línea jurisprudencial, la cual permite a través de una 
análisis  de las jurisprudencias de las altas Cortes, extraer aquellas sub-reglas de derecho que se  
desarrollan en sus pronunciamientos, para la solución de casos concretos,  para esta investigación 
se tomó como cuestionamiento la siguiente pregunta ¿cuál es el alcance del juez popular para la 
protección ambiental en especial de los humedales en Colombia desde la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional?. 
Por lo tanto con base a la anterior pregunta se desarrolló, la línea jurisprudencial, que nos 
permitió extraer la sub-reglas de derecho, de las cuales se desprende los criterios en donde le 
juez popular es desplazado por el juez de tutela en la protección del derecho al medio ambiente, 
es decir que el alcance del juez popular, para la protección del medio ambiente desde la 







































El Principio de progresividad y el alcance del juez popular en la protección del medio 
ambiente en especial en humedales 
“Hay descuido y desprecio por los espacios verdes en las grandes ciudades. Falta continuidad 
en las políticas y cada nuevo funcionario juega a ser Dios. La degradación de los espacios verdes 
refleja la degradación de la sociedad” 
Sonia Berjman 
Miembro de Honor y Vicepresidenta del Comité Científico Internacional "Jardines Históricos y 
Paisajes Culturales" 
Nociones preliminares 
En el capítulo final de la investigación se enfocara principalmente en responder la pregunta de 
investigación ¿cuál es el alcance del juez popular para la protección de los humedales en 
Colombia desde la jurisprudencia de la corte constitucional? Por lo tanto, en primer lugar se 
explicará qué es el principio de progresividad y no regresividad que ofrece un panorama 
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adecuado hacia donde deberían estar enfocados tanto las normatividades, como los fallos de las 
altas cortes con respecto a la protección ambiental. Luego se analizaran tres sentencia, la SU-067 
de 1993, la T-666 de 2002 y la T-227 de2017, que permitirán evidenciar el alcance del juez 
popular en la protección ambiental en los humedales desde la jurisprudencia Constitucional. 
 
El principio de progresividad y no regresividad en materia ambiental 
Como se ha visto en los capítulos anteriores, tanto la protección del medio ambiente, como la 
acción popular, han ido evolucionando, pero este desarrollo, siempre debe ser en pro de mejorar 
las condiciones anteriores, la razón de lo anterior es el principio de progresividad. 
Por lo tanto el principio de progresividad, es traído del derecho internacional más 
específicamente delaConvención Americana sobre Derechos Humanos o también conocida como 
el Pacto de San José de Costa Rica, ratificada por Colombia en la Ley 16 de 1972. La 
convención en su artículo 26 que hace parte capitulo III Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales nos dice: 
“Desarrollo Progresivo Los Estados Partes, se comprometen a adoptar providencias, tanto a 
nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y 
técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las 
normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la 
medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados”(Congreso 
de la Republica, Ley 16, 1972,art. 26). 
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Esta convención tuvo una adicción en razón del Protocolo de San Salvador que Colombia 
ratifica en el año de 1997 en laLey 319 de 1996, que tuvo control de constitucionalidad en la 
sentenciaC-251-97, en este control la Corte hace mención del principio de progresividad y por 
supuesto ratifica la adición. 
Ahora bien, el principio de progresividad debe ser entendido como aquella obligación que 
tiene el Estado con todos los asociados, de promulgar normas, actos, actuaciones tanto judiciales 
como administrativas siempre en pro de favorecer a los demás, de esta forma ir desarrollando 
todos los fines propuestos en la carta política, por lo tanto el legislativo tendrá la obligación de 
no retrotraer normas o derechos que favorezcan, en caso tal de expedir normas, actos o 
actuaciones que sean retroactivas, se está en presencia a una violación a este principio a menos 
que exista una justificación adecuada y que dicha retroactividad sea momentánea. Siguiendo esta 
línea, la corte en: 
“la Sentencia C-038 del 27 de enero de 2004 proferida por la Corte Constitucional se puede 
señalar que el mandato de progresividad en materia de derechos sociales (i) implica que el 
Estado tiene la obligación de iniciar inmediatamente el proceso encaminado a la completa 
realización de esos derechos, (ii) hace referencia al reconocimiento de prestaciones y 
protecciones mayores y superiores en relación con cada uno de esos derechos sociales, (iii) no 
excusa el incumplimiento del deber del Estado de asegurar, tan pronto como sea posible, los 
contenidos mínimos de esos derechos, e (iv) implica que una vez alcanzado un determinado 
nivel de protección, la amplia libertad de configuración del legislador en materia de derechos 
sociales se ve restringida” (Calvo, 2015, pág. 149). 
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Como se ha visto, el principio de progresividad se encuentra directamente asociado a la 
concepción del Estado Social de Derecho, tanto es así que el legislador tiene dos mandatos 
implícitos. El primer mandato es que debe buscar las medidas necesarias para poder garantizar 
todos los derechos tanto civiles y políticos como los económicos, sociales y culturales, en el 
entendido que el desarrollo de unos no puede perjudicar el de los otros. 
El segundo mandato que está sometido, es que una vez desarrollados las medidas que buscan 
garantizar los anteriores derechos, estas medidas cuando sean modificadas en razón a la dinámica 
social no deberán llevar a escenarios en donde se pierdan garantías ya otorgadas a los asociados, 
es decir, las medidas que se tomen siempre deberán ser más favorables y permitan alcanzar los 
fines del estado. 
Como se acaba de ver, estos dos mandatos que se desprenden del principio podrían ocasionar 
también un regresividad que en palabras del doctor Courtis podría verse desde dos nociones, la 
primera, se podría ver materializada desde las políticas públicas, es decir a aquellas gestiones que 
desarrollan políticas para el desarrollo de proyectos que dependiendo de su resultado pueden ser 
contrarias a las políticas que desarrollaron el mismo con resultados negativos a los 
inmediatamente anteriores, lo anterior se denominaría regresividad de resultados. 
La segunda noción, es la referente a las normas que deban extender los derechos 
anteriormente concebidos, es decir se debe analizar tanto la norma nueva, como la anterior que 
garantizaba el derecho, este análisis dará como resultado, si la norma es regresiva en tal caso se 
estaría vulnerando el principio de progresividad. 
Ahora bien, el derecho ambiental en razón a su desarrollo jurisprudencial es hoy día 
considerado por la Corte Constitucional como un derecho fundamental y como es evidente esta 
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permeado por el principio de progresividad, pues es considerado un derecho social desde el pacto 
de San José de Costa Rica, incluso cuando nos referimos a los humedales nos encontramos que 
según Ramsar son catalogados como áreas de especial protección internacional en razón a todas 
la utilidades que brindan entre ellos son yacimientos de agua y evitar inundaciones. 
Con todo lo anterior, se ha visto como se encuentra desarrollado el principio de progresividad, 
que debe ser desarrollado en todo las actuaciones como por ejemplo en los fallos judiciales. 
Explicado lo anterior ahora se analizaran tres sentencias y como este principio se mezcla con el 
alcance del juez popular y la protección del medio ambiente en especial de los humedales. 
 
Análisis de la SentenciasSU-067 de 1993, T-666 de 2002y T-227 de 2017, el alcance del juez 
popular en la protección del medio ambiente, específicamente en los humedales 
En este punto de la investigación se busca observar, el alcance del juez popular en los casos 
prácticos, es decir cuando la ciudadanía interpone acciones para la protección del medio 
ambiente y sus derechos personales. 
 Por lo tanto, se tomará la sentencias SU-067 de 1993, T-666 de 2002 y T-227 de 2017, que 
como se puede evidenciar son desarrolladas en tiempos distintos, lo que nos permitirá ver la 
evolución tanto en los argumentos como en el desarrollo del problema jurídico.  
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Análisis de la de la sentencia de unificación 067 de 1993 
La sentencia SU 067 de 1993 es considerada en nuestra línea jurisprudencial como la 
sentencia fundacional, es decir de ella parte todo el desarrollo de nuestro problema jurídico por 
parte de la Corte Constitucional.  
En este caso el accionante el señor Gerardo Ardila actuando en nombre del Ejecutivo 
Nacional de la Alianza Democrática M-19, presenta la acción de tutela en el Juzgado setenta y 
nuevo de Instrucción Criminal Ambulante en la ciudad de Santafé de Bogotá D.C, contra la 
decisión del Consejo Nacional de Estupefacientes, la decisión consistía en permitir hacer 
fumigación con Glifosato de los cultivos, como pretensión el accionante pretendida ordenar la 
suspensión inmediata de este producto por afectar al ser humano y el medio ambiente sano. 
En este caso el juzgado declaro improcedente la acción de tutela en razón que no se 
evidenciaba la afectación de un derecho fundamental, esta acción de tutela es seleccionada para 
ser revisada, por la Corte Constitucional, en ella se hace un análisis profundo de la acción de 
tutela consagrada en el artículo 86 de la Carta Política y la acción de grupo en el artículo 88 de la 
misma y como esta se desarrolla en el amparo judicial del derecho a gozar de un medio ambiente 
sano, el análisis dio como resultado que se confirmara la sentencia anterior. 
La confirmación del anterior fallo, abrió la puerta a un debate de unificación de 
jurisprudencia, en razón que frente a anteriores pronunciamientos, existía una incoherencia, pues 
en su momento el derecho al medio ambiente fue protegido por la acción de tutela, como se 
observa en las siguientes sentencias: 
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En la Sentencia T-415 M.P.Dr. Ciro Angarita Barón. Manifiesta que el medio ambiente debe 
ser considerado como un derecho fundamental razón por la cual la acción de tutela procede, 
argumento, que es reafirmada en la sentencia T-428 M.P.Dr. Ciro Angarita Barón que consideró 
el derecho al medio ambiente como un derecho fundamental, pero en la sentencia T-437 M.P. 
Dr.  José Gregorio Hernández Galindo, advierte que el derecho al medio ambiente sano es un 
derecho colectivo cuya protección se obtiene por vía del ejercicio de las acciones populares y 
que en caso de estar vinculado con un derecho fundamental se puede ejercer la acción de tutela. 
En consecuencia, se decidió realiza la primera audiencia pública en esta corporación, esta 
audiencia se dio con la presencia de todos los magistrados y de varios expertos en la materia, el 
problema central radicaba al alcance del derecho al medio ambiente sano consagrado en el 
artículo 79 de la Constitución Política,que ha suscitado diferentes interpretaciones en las 
diferentes Salas de Revisión de Tutela, una de  las interpretaciones era que consideraban el 
derecho como fundamental o se encontraba en conexidad con un derecho fundamental y por 
consiguiente tendría el ampara de la acción de tutela y en otros solo era considerado como un 
derecho colectivo lo que significaba que su protección estaba a cargo de la acción popular. 
 Para solucionar, los ponentes consideraron apropiado hacer un resumen global del tema es 
decir hacer un análisis en tres partes primera parte la acción de tutela y la acción popular, en la 
segunda el medio ambiente y su relación con los derechos fundamentales en el ámbito 
internacional y en la tercera parte el medio ambiente y la intervención del juez. 
En la primera parte se desarrolló la acción de tutela, en ella la Corte mostro sus características 
más importantes, como lo son la protección eficaz de los derechos fundamentales, que no son 
otros que los que se encuentran en el capítulo primero título segundo de la Constitución Política. 
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También la acción de tutela era admisible cuando no existía otro acción que protegiera el 
derecho o los sujetos fueran de especial protección. 
En cuanto a la acción popular, el análisis arrojó que no puede ser considerada como una 
acción nueva en elordenamiento jurídico, pues el Código Civil, pero su ubicación en la 
Constitución debía ser entendida, para promover una cultura cívica en busca queda de proteger 
los derechos colectivos, los cuales no son taxativos y dejan en manos del legislador la posibilidad 
de ser extendido como lo recalca el artículo 89 de la Carta Política. Además se debe tener en 
cuenta, que la acción popular cumple un papel preventivo, es decir no es necesario que exista un 
daño para su implementación, si no por el contrario su fin es evitar en lo posible la ocurrencia o 
vulneración de algún bien tutelado como colectivo. 
Ahora bien, en cuanto al amparo judicial del derecho a gozar de un ambiente sano, se entiende 
que se está freten a un derecho colectivo o difuso, lo que sugiere uno mayor protección en la 
media que si se analiza desde la legitimación, se estaría frente a que no es posible predicar quien 
es el titular del derecho, es decir todos seriamos titulares del derecho, lo que significa que en el 
caso del fallo este no sería solo para  las partes en conflicto si no por el contrario para todos, lo 
anterior hace referencia que estamos frente a una acción, diferente donde todos somos legítimos 
para ser oídos y en consecuencia para ser afectados. 
En la segunda parte se analiza el medio ambiente y su relación con los derechos 
fundamentales en ámbito internacional, no existe duda alguna que el medio ambiente ha sufrido 
un importante deterioro que puede afectar gravemente al ser humano, razón de ello es la 
discusión internacional en relación a que si el derecho al medio ambiente sano debe estar o no 
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consagrado como un derecho fundamental y dotado de una protección especial o simplemente 
debe ser protegido por conexidad con otro derecho fundamental. 
La conexidad ha sido reconocida desde 1972 internacionalmente en la Declaración de 
Estocolmo sobre el Ambiente Humano, con él se establece el vínculo entre derechos 
fundamentales y protección ambiental, en el protocolo de San Salvador, declara el derecho 
fundamental al ambiente sano, postura acogida por la Convención de Derechos del Niño y por 
algunos pronunciamientos de la OIT, aun así la Corte dice: 
Si bien es cierto que esta discusión es interesante desde el punto de vista teórico en la medida en 
que refleja un mayor o menor énfasis en la protección del derecho al medio ambiente, en la práctica 
puede resultar un simple problema semántico si se tiene en cuenta que la protección del medio 
ambiente depende de la conciencia que el aparato judicial tenga sobre la importancia de este derecho y 
que su protección puede hacerse o no hacerse, por cualquiera de las dos soluciones 
planteadasamenaza (Corte Constitucional, Sentencia SU-067 de 1993. M.P. Marco Gerardo 
Monroy Cabra). 
Este pronunciamiento de la Corte con respecto a la discusión internacional se ve reflejada en 
la tercera parte, el medio ambiente y la intervención del juez, en esta última parte la Corte 
manifiesta la posición con respecto a la protección del medio ambiente, es decir si el medio 
ambiente será considerado un derecho fundamental y por lo tanto protegido por la acción de 
tutela o por el contrario será la acción popular la encargada de su protección, como lo consagra la 
Constitución Política en su artículo 88. 
Con respecto a lo anterior la Corte dice: 
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Mientras que en el caso de los derechos fundamentales de aplicación inmediata se suelen mirar los 
hechos desde la perspectiva de la norma, en el caso de los derechos difusos o colectivos, la norma 
constitucional que los consagra y su coexistencia con el derecho fundamental para desatar el 
mecanismo protector de la tutela, se descubre bajo la óptica de los valores, de los principios y de las 
circunstancias del caso.La conexión que los derechos colectivos pueden presentar, en el caso concreto, 
con otros derechos fundamentales, es de tal naturaleza que sin la debida protección de aquellos, estos 
prácticamente desaparecerían o se haría imposible una protección eficaz (Corte Constitucional, 
Sentencia SU 067 de 1993, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra). 
Por lo tanto, el derecho al medio ambiente se entenderá como un derecho colectivo, protegido 
por el juez popular y su alcance, ira hasta aquellos casos donde el juez de tutela considere por 
medio de valores, principios y las circunstancias del caso,que el derecho al medio ambiente se 
encuentre en conexidad con un derecho fundamental y que su vulneración signifique que este 
prácticamente desaparezca, lo que haría imposible una protección eficaz del derecho 
fundamental. 
Análisis de la de la sentencia de tutela 666 de 2002 
La sentencia T-666 de 2002, fue instaurada por la señora Gladys Rubiela Sosa Beltrán, ante 
los jueces 74 penal municipal de Bogotá y Tercero Penal del Circuito de Bogotá, contra la 
Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá E.S.P. (EAAB). 
El motivo de la acción de tutela es, que la señora Gladys Rubiela Sosa Beltrán, se está viendo 
afectada en su propiedad, por la resolución dictada por el Alcalde Menor de la Localidad de 
Kennedy número 286 de 1996, la anterior se da con base a la resolución 03 de 1993 de EAAB, 
su finalidad es recuperar el terreno del Humedal El Burro, pues algunos ciudadanos se habían 
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apoderado de estos terrenos. Lo anterior motivo de la recuperación del Humedal El Burro, se 
exigía que los pobladores devolvieran los terrenos, con el argumento que el patrimonio público 
es imprescriptible e inalienable, además de los estudios técnicos para saber que terrenos debían 
ser devueltos y cuáles no. 
La accionate manifiesta que la resolución, estaba afectando su derecho al debido proceso, la 
propiedad y a la igualdad en razón que ella en ningún momento fue notificada, lo que impidió su 
derecho de contradicción frente al estudio hecho y además era desigual puesto que no a todos los 
propietarios se vieron afectados de la misma manera. 
La acción fue considerada procedente por el juzgado municipal de Bogotá, el cual acoge las 
pretensiones, esta decisión fue impugnada por la EAAB, manifestando que los estudios 
realizados, eran los necesarios, para saber que predios habían invadido el ecosistema natural, 
como lo consagra el Decreto 2811 de 1974, en cuanto al derecho del debido proceso esta 
resolución es del año de 1996, y la accionante es propietaria del bien recién el año de 1999, por 
consiguiente deberá hacer el respectivo reclamos al vender del bien. El ad-quen, aun con los 
argumentos expuestos por EAAB, decide confirmar la decisión proferida por el A-quo. 
Con forme a lo anterior el Defensor del Pueblo y el Procurador General de la Nación, 
presentaron ante la Corte Constitucional solicitud de selección de revisión del presente proceso, 
los argumentos expuestos por ellos es que los jueces habían interpretado erróneamente las 
normas ambientales y los acuerdos del Concejo del Distrito Capital. 
La Sala de Revisión de la Corte Constitucional, considera que el acaso a analizar no debe 
proceder la acción de tutela, larazón es que existen otros medios ordinarios para darle solución al 
conflicto en que se encuentra la accionante, no obstante la Sala de Revisión, observa que se está 
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ante una tensión entre derechos fundamentales, los primeros son los denunciados por la 
accionante y el otro es el derecho al medio ambiente, pues se está amenazando el Humedal El 
Burro, que con la ratificación de la Convención de Ramsar, estos ecosistemas son considerados 
áreas de especial importancia ecológica y en consecuencia deben tener una protección especial, 
en palabras de la Corte  
“Las áreas de especial importancia ecológica, en este orden de ideas, están sometidas a un 
régimen de protección más intenso que el resto del medio ambiente. Dicha protección tiene 
enormes consecuencias normativas, en la medida en que (i) se convierte en principio 
interpretativo de obligatoria observancia cuando se está frente a la aplicación e interpretación 
de normas que afecten dichas áreas de especial importancia ecológica y (ii) otorga a los 
individuos el derecho a disfrutar pasivamente de tales áreas, así como a que su integridad no 
se menoscabe” (Corte Constitucional, Sentencia T-666 de 2002, M.P. Eduardo Montealegre 
Lynett). 
Con el anterior pronunciamiento, la Corte se ve en el deber de analizar si el EAAB, en razón a 
la protección especial de este ecosistema, sobre paso su posición de garante y vulnero derechos 
de la accionante, en consecuencia la Corte hará un análisis sobre los humedales, su importancia 
ecológica y como se debe hacer su delimitación. 
Lo primero que empieza analizar es porque los humedales son considerados como áreas de 
especial importancia ecológica, por consiguiente, la Corte hace alusión de que Colombia se 
adhirió a la Convención de Ramsar, que trata sobre el tema, además hace referencia a fallos tanto 
del Consejo de Estado, como de esta Corporación que han reconocido la importancia de estos 
ecosistemas, en el caso de la ciudad de Bogotá, estos ecosistemas se han delimitado por el Plan 
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de Ordenamiento Territorial y con ello se ha podido evidenciar las condiciones en que se 
encuentran y como la población ha ido  deteriorando estos ecosistemas, hasta desaparecer, 
implementando rellenos, que disminuyen su territorio y su funcionalidad. 
El instituto Humboldt definió a los humedales como lugares donde habitan especies de 
animales y de plantas que constituyen importantes recursos biológicos para la Nación, estos 
ecosistemas son buenos retenedores de óxido de carbono, función que ayuda a todos los seres 
humanos y al planeta, además sonperfectos espacios para la recreación, investigación y 
educación. Los humedales del altiplano cundiboyacense y de la sabana de Bogotá son importante 
porque en el habitan especies endémicas de la región. 
Una de las funciones más importante que cumplen los humedales es la retenciónde los flujos 
hídricos, por la época de crecientes y liberación en época de bajada, lo que es un servicio directo 
a la humanidad. 
En particular el Humedal el Burro cumple una función protectora para especies de flora y 
fauna que habitan en él. Además, protege a la comunidad de Kennedy de posibles inundaciones 
en la época de creciente, también puede ser un espacio de recreación y de servicio para la 
investigación científica.  
Una vez analizado lo anterior, la Corte pasa a examinar cómo se deben delimitar para ello se 
sustenta en procedimientos técnicos, para determinar el territorio original del humedal, esto se 
hace con base a los espejos de agua y demás componentes que tiene los humedales, una vez 
desarrollado este análisis de delimitación se demuestra que la Empresa de Acueducto y 
Alcantarillado de Bogotá-EAAB, ha realizado los procedimientos correctos, por lo tanto no se 
vulnera los derecho de la propiedad, pues en el terreno en que se encuentra el inmueble, este 
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terreno siempre hizo parte del humedal y por su carácter de imprescriptibles e inalienables, 
deben ser devueltos, en cuando a la vulneración del debido proceso este no tiene cabida, porque 
todo se hizo con anterioridad a que la accionante se hiciera propietaria del bien, por ultimo frente 
al derecho a la igualdad, se evidencia que no todos los bienes aledaños invadieron  los terrenos 
del humedal o no fueron en la misma cantidad, en consecuencia la devolución de los mismos no 
será igual. 
Por todo lo anterior, la Corte resuelve revocar los fallos anteriores, la sentencia T-666 de 
2002,  demuestra cómo evoluciono el derecho al medio ambiente y pasa a ser considerado un 
derecho fundamental, pero aun así este derecho sigue siendo protegido por el juez popular y no 
por el juez de tutela. Ahora bien el alcance del juez popular para proteger el medio ambiente, 
evolucionará hasta que este sea desplazado por el juez de tutela y esto ocurrirá en los siguientes 
eventos: 
i) La Corte Constitucional no haya definido nada sobre la interpretación del derecho fundamental o 
sobre la norma legal en función al derecho fundamental, (ii) sea necesario o pertinente modificar el 
precedente en la materia o (iii) no existen desarrollos doctrinarios sobre el punto. Claro está, la 
imperiosa necesidad únicamente puede ser definido en función de la garantía de la efectividad del 
derecho fundamental en cuestión (Corte Constitucional, Sentencia T-666 de 2002, M.P Eduardo 
Montealegre Lynett). 
En consecuencia, desde la sentencia SU 067 de 1993 a la sentencia T-666 de 2002, el derecho 
a la protección del  medio ambiente, paso de ser un derecho colectivo a ser considerado un 
derecho fundamental, tanto para la Corte como para el Consejo de Estado, pero aun con su nuevo 
estatus, este derecho sigue siendo protegido por el juez popular, pero es evidente que esta 
Corporación ha ido progresando no solo en el estatus del derecho sino también en los criterios en 
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los cuales, el juez popular puede ser desplazado por el de tutela en la protección del medio 
ambiente en especial de los humedales. 
Análisis de la de la sentencia de tutela 227 de 2017 
Como es evidente es una sentencia relativamente nueva, el problema a tratar es la 
construcción de un relleno sanitario a una distancia muy cercana del humedal de San Silvestre, lo 
que podría ocasionar impactos ambientales significativos en este ecosistema, sin contar con las 
demás problemáticas sociales que se desarrollan. 
Ahora bien, el 18 de diciembre de 2012, la empresa Rediba S.A. prestadora del servicio 
público de aseo de la ciudad de Barrancabermeja, solicitud una licencia para la construcción de 
un relleno sanitario en el predio Yerbabuena, que se encuentra ubicado en la vereda Patio Bonito 
de Barrancabermeja. 
La cual fue denegada por la resolución DGL No 792 del5 de septiembre de 2013 expedida por 
la Corporación Autónoma Regional de Santander, el motivo se debió a que el predio, se 
encontraba muy cerca del Distrito Regional de Manejo Integrado del Humedal de San Silvestre, 
en el entendido que según el Decreto 838 de 2005, no está permitida la construcción y operación 
de lugares que tengan como finalidad la acumulación de residuos sólidos. 
Aun así la empresa Rediba S.A. interpuso recurso de reposición, contra dicho acto 
administrativo, además pidió que se decidiera sobre la construcción del predio Yerbabuena.  
En razón de lo anterior, mediante el acuerdo No 261 de julio 8 de 2014 el Consejo Directivo 
de la Corporación Autónoma Regional de Santander, accede en la construcción, la 
argumentación dada es:  
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(i) ‘no altera la integridad ecológica del área protegida ni la dinámica natural de cambio de los 
atributos que caracterizan su biodiversidad`, toda vez que ‘el predio evaluado no contiene especies 
representativas del DRMI – Humedal San Silvestre (…)’ y ‘en el área no se identificaron nacimientos 
o áreas forestales protectoras de cuerpos de agua (…)’, y que (ii) permite la construcción de una obra 
necesaria para prestar el servicio público de aseo que resulta de utilidad pública e interés general 
(Corte Constitucional, Sentencia T-227 de 2017. M.P.Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
En consecuencia de lo anterior, la Corporación Autónoma Regional de Santander resuelve el 
recurso, en el que decide revocar la decisión anterior y conceder la licencia ambiental para 
construcción y operación del relleno sanitario, pero la empresa Rediba S.A. deberá cumplir con 
obligaciones como adoptar medidas necesarias para ejecutar el plan de Manejo Ambiental 
aprobado, adelantar gestiones para que la comunidad ribereña pueda acceder a los recursos y 
contribuir con que la mano de obra no calificada pueda ser contratada por personas del sector. 
En cuanto la Corporación Autónoma Regional de Santander tendrá la obligación de realizar 
visitas al relleno sanitario, para verificar el plan de manejo ambiental y garantizar su 
cumplimiento. 
Por lo anterior, los ciudadanos Oswaldo López Prada y Rafael Leonardo Granados Cárdenas, 
interpusieron acción de tutela contra la empresa de servicios públicos Rediba S.A., la 
Corporación Autónoma Regional de Santander y el municipio de Barrancabermeja, ministerio de 
ambiente y desarrollo sostenible, la policía nacional y el departamento de Santander. 
En las anteriores acciones de tutela, los demandantes alegaron, la vulneración de los derechos 
constitucionales y colectivos, en ocasión del licenciamiento de la construcción y operación del 
relleno sanitario. Lo anterior se sustenta en que la empresa Rediba S.A. no cumplía a cabalidad, 
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los parámetros descritos en la licencia, además el relleno sanitario está ubicado a una distancia 
muy cercana de un colegio, en consecuencia están vulnerando el derecho a la salud, el debido 
proceso administrativo, la igualdad y la vida en condiciones dignas. En síntesis los peticionarios 
manifiestan que las acciones y omisiones de la empresa prestadora del servicio público han 
generado: 
(a) se afecten los depósitos de agua que sirven para el consumo de la comunidad aledaña al relleno, 
puesto que los pobladores no cuentan con una red de acueducto y captan el recurso hídrico a través de 
mangueras de nacimientos que precisamente se encuentran en el predio donde se desarrolla el 
proyecto. Asimismo, los actores afirmaron que (b) las aguas contaminadas con lixiviado por la 
compañía discurren a través de los humedales de la zona a la Ciénaga de San Silvestre, la cual surte de 
agua a toda la población de Barrancabermeja. 
La Corporación Autónoma Regional de Santander, el Municipio de Barrancabermeja, el 
Departamento de Santander y el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible han desconocido sus 
derechos al debido proceso administrativo y a la moralidad administrativa, ya que a pesar de las 
múltiples denuncias sobre las irregularidades en el manejo del relleno sanitario no han procedido a 
adoptar las medidas pertinentes para evitar la afectación de sus prerrogativas fundamentales(Corte 
Constitucional, Sentencia T-227 de 2017. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
Además, los accionantes son conscientes de la existencia de otros medios para la protección 
de sus derechos, como los consagrados en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, pero 
según los accionantes su recurso de amparo es viable en razón del artículo 6 numeral 3 del 
decreto 2591 de 1991.  
En la medida que una vez, agotadas las acciones administrativas, sin tener un resultado 
favorable, en la protección de sus derechos, también realizaron solicitudes ante la administración 
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pública, la Corporación Autónoma Regional de Santander y los órganos de control 
(Procuraduría, Fiscalía, Defensoría), ninguna de las anteriores ha concluido en medidas efectivas 
para la protección de los derechos. 
Para ser un poco más concretos los accionantes pretenden con lo anterior: 
(i) se protejan sus derechos fundamentales el debido proceso, a la igualdad, a la salud, al agua, a la 
integridad personal y a la vida en condiciones dignas, los cuales se encuentran en conexidad con los 
intereses colectivos al medio ambiente, a la moralidad administrativa y a la salubridad pública; y en 
consecuencia (ii) se ordene el cierre definitivo del relleno sanitario en aplicación del principio de 
precaución y la cesación de cualquier acto de perturbación a la comunidad residente en el sector de 
Patio Bonito con ocasión de la construcción y operación del proyecto. Asimismo, los actores 
solicitaron como medida provisional el cierre del lugar de disposición final de residuos sólidos como 
se ordenó en un proceso contencioso administrativo en relación con otro relleno de la zona (Corte 
Constitucional, Sentencia T-227 de 2017. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
Una vez admitida la tutela el juzgado promiscuo de familia de Barrancabermeja decidió:  
(i) admitir la acción de tutela presentada por Oswaldo López Prada; (ii) disponer su 
traslado a la empresa de servicios públicos Rediba S.A., a la Corporación Autónoma Regional 
de Santander y al Municipio de Barrancabermeja; (iii) vincular al trámite a la Procuraduría 
General de la Nación, a la Defensoría del Pueblo, al Departamento de Santander, al Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, a la Sociedad Futuro Grupo RSTI S.A.S. E.S.P. y a la 
Autoridad Nacional de Licencias Ambientales; (iv) decretar como medida provisional la 
suspensión de la Resolución DGL 1121 del 27 de noviembre de 2014, así como de las obras 
tendientes a la construcción del relleno sanitario; y (v) practicar una inspección judicial en el 
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predio donde se desarrolla el proyecto de disposición final de residuos sólidos (Corte 
Constitucional, Sentencia T-227 de 2017. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
En cuanto a la a la sala de decisión civil del tribunal superior de Bogotá decidió:  
(i) admitir la acción de tutela presentada por Rafael Leonardo Granados Cárdenas; (ii) disponer su 
traslado al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, a la Policía Nacional, al Departamento de 
Santander, al Municipio de Barrancabermeja,a la Corporación Autónoma Regional de Santander y a la 
empresa de servicios públicos Rediba S.A.; (iii) vincular al trámite al Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca; y (iv) no acceder a la medida provisional solicitada por no encontrarse.‘satisfechos los 
presupuestos del artículo 7 del Decreto 2591 de 1991(Corte Constitucional, Sentencia T-227 de 
2017. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
Ahora bien, en la contestación de la demanda la empresa de servicio público Rediba S.A. 
señala que el amparo de la acción de tutela es improcedente, en la medida que el legislador creo 
otros mecanismo para la solución de estas problemáticas entre ella se encuentra la acción 
popular, además, la construcción del relleno cuenta con una licencia ambiental otorgada por las 
autoridades correspondientes, en consecuencia podría accionar mediante un mecanismo de 
control consagrado en la ley 1437 de 2011. 
En cuanto a las problemáticas que plantean, los accionantes, la empresa argumenta que si bien 
es cierto, la jurisdicción contenciosa administrativa suspendió la construcción de otro relleno 
sanitario en la zona, esto no significa que deba ocurrir lo mismo con este, en razón de que está 
justificado desde unos estudios previos hechos por especialista, que valoraron los diferentes 
impactos que puede provocar esta obra. 
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Es decir, que antes de la construcción se analizó el impacto ambiental, que podría generar en 
el humedal de San Silvestre,  que arrogo un resultado irrisorio en el sentido que el terreno 
elegido para la construcción no contaba con yacimientos de aguas no  subterráneas, además los 
recursos de fauna y flora, en este terreno eran insignificantes. 
En cuanto a la escuela el Zarzal, se encuentra a una distancia de 525 metros lineales en razón 
a la distancia no se está infringiendo ninguna norma y en consecuencia ningún derecho. 
Además en la licencia ambiental, se encuentra la obligación de la Corporación Autónoma 
Regional de Santander quien tendrá que inspeccionar, el relleno y que en ningún momento ha 
encontrado la presencia de algún hecho u operación que puedan encaminar a un manejo 
inadecuado de la licencia ambiental en relación tanto con los desechos como los elementos 
químicos que se utilizan para la misma actividad. 
Lo dicho por la empresa de servicios públicos se ve ratificado por las intervenciones de las 
demás entidades y autoridades adicionadas, entre ellas la Corporación Autónoma Regional 
menciona solicita que “se denieguen las pretencciones decretadas, porque las presuntas 
vulneraciones alegadas carecen de sustento probatorio y corresponden a meras inferencias de los 
accionantes” (Corte Constitucional, Sentencia T-227 de 2017. M.P. Luis Guillermo Guerrero 
Pérez). 
En consecuencia la decisión de instancia, del juzgado Segundo Promiscuo de Familia de 
Barrancabermeja, en primera medida es levantar la medida provisional que había decretado 
anteriormente y declara improcedente la acción de tutela en razón de la existencia de otros 
mecanismos idóneos en la jurisdicción contencioso administrativo, que puedan cuestionar el 
99 
 
otorgamiento de la licencia ambiental o el desarrollo de la misma. El ciudadano López Prada 
impugnó dicha decisión, pero este fue presentado de manera extemporánea. 
Ahora bien, en la sala de Decisión Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 
resolvió declarar improcedente el amparo pretendido por el señor Rafael Leonardo Granados 
Cárdenas, al considerar que no cumple con los presupuestos de subsidiariedad y cuenta con 
mecanismo como la acción popular que puede satisfacer sus pretensiones.  
El accionante no conforme apela la decisión y argumenta que la acción de tutela es procedente 
en razón de evitar un perjuicio irremediable en el medio ambiente, puesto que los residuos 
sólidos no se están efectuando de acuerdo con los estándares internacionales. Lo que provocaría 
que mientras se adelantara el proceso contencioso administrativo, provocaría un daño irreparable 
para el humedal de San Silvestre. 
El recurso de apelación fue resuelto por la sala de Casación Civil de la Corte Suprema de 
Justicia confirma la decisión de primera instancia, en la medida que el amparo es improcedente 
para la protección de derechos e intereses colectivos, además el accionante debe tener en cuenta 
que el juez popular tiene la facultad de decretar medidas cautelares para evitar así la 
configuración de un prejuicio irremediable. 
Una vez resuelto el recurso el 24 de junio de 2015, la sala de selección número seis de la 
Corte Constitucional decidió escoger, los expedientes T-491401 y T-4836791, por la insistencia 
del magistrado Luis Guillermo Guerreo Pérez, quien considero que este tribunal podría tener 
mejores elementos de juicio en relación con el relleno sanitario ubicado en el corregimiento La 
Fortuna del Municipio de Barrancabermeja. 
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Para tener total certeza acerca del estado actual y real de las problemáticas tanto sociales 
como ambientales, en que se encontraban por intermedio de un auto del 16 de julio de 2015, el 
magistrado sustanciador solicito al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, efectuara una 
inspección a la escuela ubicada frente al relleno sanitario y rendir un informe detallado sobre 
como se encuentran los diferentes aspectos en cuestión. También requirió a la Corporación 
Autónoma Regional de Santander, a la Alcaldía de Barrancabermeja, a la Gobernación de 
Santander, a la Procuraduría General de la Nación, a la Defensoría del Pueblo y al Comité Pro 
Defensa de la Cuenca Hídrica de la Ciénaga San Silvestre, para que realizaran conjuntamente un 
visita a la comunidad residente de la zona para dar a conocer a la corte el estado actual de los 
derechos fundamentales de los residentes de la zona. Así mismo, las anteriores visitas se 
realizaron y arrojaron unos resultados nada favorables para la comunidad, en principio la escuela 
tiene aproximadamente 28 estudiantes entre los 4 y los 13 años, la escuela no cuenta con 
acueducto, además se sienten olores provenientes del relleno sanitario. 
En cuanto a los habitantes de la zona, se encuentra que son una población muy pobre que 
igual que el colegio no cuenta con acueducto, por lo recolectan el agua del humedal de San 
Silvestre, que después de la construcción del relleno, se declaró que esa agua no era para el 
consumo humano por la posible toxicidad perteneciente a los químicos implementados en el 
relleno que no fueron dispersados correctamente. 
Así mismo, el magistrado sustanciador requirió al Instituto de Investigación de Recursos 
Biológicos Alexander Von Humboldt, para que hiciera llegar información disponible que se 
encontrara en sus bases de datos sobre la biodiversidad existente en la zona donde se desarrolla 
el proyecto de disposición final de residuos sólidos, que respondió a la solicitud manifestando 
que en la zona no se encuentran estudios. 
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En ocasión de lo anterior, la sala de Revisión decidió ordenar una inspección judicial, al 
relleno sanitario y sus inmediaciones para obtener absoluta certeza acerca del estado y las 
problemáticas, por lo tanto comisiono a la magistrada auxiliar Claudia Escobar García y designó 
como secretario ad-hoc al abogado sustanciador Juan Sebastián Vega Rodríguez, en razón a que 
el temaes muy técnico,serán acompañados por la antropóloga María Teresa Salcedo Restrepo del 
Instituto Colombiano de Antropología e Historia, del biólogo Boris Villarreal Morales, de 
laingeniera ambiental y sanitaria Yamile Andrea Moreno Saboyá y del hidrólogo Guillermo 
Olaya Triana del Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales. 
Una vez realizada la inspección judicial y en ocasión a los resultados arrojados que no fueron 
positivos, la corte decide ordenar algunas medidas provisionales entre ellas,  
……orden, la Corporación Autónoma Regional de Santander el 13 de noviembre de 2015 decidió 
iniciar un procedimiento administrativo con el fin de verificar la posible afectación del ambiente con 
ocasión de la operación del relleno sanitario, y mediante Autos SAA No. 0434 y 0807 del 25 de 
noviembre de 2015 resolvió suspender temporalmente la disposición de residuos sólidos al evidenciar 
un incumplimiento sistemático de las obligaciones establecidas en la licencia que autorizó el 
proyecto(Corte Constitucional, Sentencia T-227 de 2017. M.P. Luis Guillermo Guerrero 
Pérez). 
Suspensión que tuvo una prórroga, al advertir la Corporación Autónoma Regional de 
Santander que no había superado el incumplimiento de los lineamentos establecidos en la 
licencia ambiental. Provocando el cierre del relleno, pero la secretaria del medio ambiente de 
Barrancabermeja señalo que teniendo en cuenta el cierre ordenado por la Corporación Autónoma 
Regional de Santander, este no podría ejecutarse en razón del decreto de emergencia sanitaria. 
Por lo tanto se creó una comisión que haga seguimiento a las recomendaciones hechas por la 
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autoridad ambiental, en las cuales el resultado no ha sido positivo pues aún se maneja de manera 
inadecuada los lixiviados, lo que produce un riesgo para el medio ambiente. 
Una vez desarrollado toda la etapa probatoria que tuvo como consecuencia algunas medidas 
provisionales y una visualización más acertada de las problemáticas, la corte entra a examinar el 
caso en concreto. 
Como se ha visto hasta aquí, la problemática ambiental en relación con la expedición de una 
licencia ambiental, para la construcción de un relleno sanitario en el terreno que hace parte del 
Humedal de San Silvestre y que afecta considerablemente a la población cercana.  
La Corte precisa que esta problemática ambiental puede ser desarrollada en la jurisdicción del 
contencioso administrativo, por intermedio de los medios de control de protección de los 
derechos e intereses colectivos en donde pueden:  
(a) demandar la protección de los derechos e intereses colectivos, (b) pedir que se adopten las 
medidas necesarias con el fin de evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la 
vulneración o agravio sobre los mismos, y (c) restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere 
posible. Así pues, los peticionarios pueden a través de este medio controvertir la sustracción del predio 
‘Yerbabuena’ del Distrito Regional de Manejo Integrado del Humedal de San Silvestre y lograr que se 
decrete el cierre del relleno sanitario por afectar el ambiente y no contar con planes de impacto 
adecuados que impidan la afectación de la flora y la fauna de la zona(Corte Constitucional, 
Sentencia T-227 de 2017. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
Además, la misma corporación menciona que no encuentra evidencia de la existencia de 
algún perjuicio irremediable, en consecuencia como es el juez quien por intermedio de la 
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interpretación del caso, admita el amparo, en este caso al no tener el riesgo de la materialización 
de un perjuicio irremediable permite al juez de amparo subrogar la competencia del juez popular.  
Aun así la corte si entrara a analizar la protección de los derechos fundamentales que han sido 
vulnerados, en el que encontramos el derecho al medio ambiente sano, además advierte que si 
para la reparación del derecho fundamental, no se encuentra posible hacerla sin que también 
tenga que entrar a solucionar la controversia con el derecho colectivo, el juez podrá desplazar al 
juez popular y dar solución al caso. Para el desarrollo del caso la Corte empezara estudiando: 
(i) estudiando la función de los rellenos sanitarios como dispositivos de saneamiento 
ambiental y generadores de impactos susceptibles de afectar derechos fundamentales, luego 
(ii) reseñará las nociones de justicia ambiental y (iii) control ambiental en el licenciamiento, 
construcción y operación de dichos proyectos de disposición final de residuos, (iv) haciendo 
una referencia especial a casos similares a los examinados por este Tribunal en esta 
oportunidad, para finalmente (v) resolver los amparos de la referencia(Corte Constitucional, 
Sentencia T-227 de 2017. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
La corte una vez desarrollada lo anterior decide imponer órdenes que se ven claramente 
desarrolladas en el decisum de la sentencia, para nuestra investigación en específico es relevante 
la orden “2. Tutelarlos derechos fundamentales a la igualdad, a la vida en condiciones dignas, a 
la salud, al agua y al debido proceso administrativo, así como por conexidad los derechos 
colectivos al ambiente sano, a la salubridad pública y a la moralidad administrativa de los 




Como se ha analizado, la acción de tutela 227 de 2017, la corte en todo momento sostuvo que 
la problemática ambiental planteada, podría ser resuelta por otros mecanismo enunciados en la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo, pero en la medida que el juez de tutela examinaba 
el caso, encontraba una conexidad muy notoria en relación con los derechos individuales que se 
buscaban proteger y subsanar.  
Como consecuencia de lo anterior el juzgador es consiente que existe otro mecanismo idóneo 
que podrá resarcir la problemática ambiental, además anuncia que la acción de tutela no busca 
desplazar otros mecanismo como es la acción popular, pero si para la protección efectiva del 
derecho individual es necesario también la protección del derecho colectivo, entonces la acción 
de tutela podrá desplazar las demás acciones, cuando así el juez por intermedio de la 
interpretación  que le otorgue el caso examinado lo considere necesario.  
En la sentencia T-227 de 2017 se evidencia como ha sido el desarrollo del juez popular, con 
respecto a su alcance en la protección del medio ambiente. Este alcance se puede evidenciar por 
medio de las sub-reglas de derecho que ha venido desarrollando la Corte Constitucional en sus 
providencias. Son en esos eventos donde el juez popular puede ser desplazado por el juez de 
tutela en la protección del medio ambiente en especial en los humedales. 
Recapitulación 
Como se ha anunciado anteriormente,el principal objetivo de éste capítulo era responder la 
pregunta de investigación, para ello se decidió primero desarrollar el principio de progresividad 
ambiental, el cual permea todas la actuaciones del Estado, un ejemplo es el derecho a la 
protección del medio ambienteque paso, por su desarrollo progresivo de ser un derecho colectivo 
para ser reconocido como un derecho fundamental. 
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Una vez explicado este principio, se pasó a analizar las sentencias SU-067 de 1993, T-666 de 
2002 y T-227 de 2017, en ellas se analizó el alcance del juez popular en la protección del medio 
ambiente especialmente en humedales.El análisis de las anteriores sentencia, permitió recordar 
conceptos desarrollados en los anteriores dos capítulos, además se evidencio como fue el 
desarrollo progresivo del derecho a la protección del medio ambiente y como hoy día es 
considerado un derecho fundamental. 
Ahora bien en cuanto al alcance del juez popular en la protección del medio ambiente, la 
Corte en todo momento ha mantenido que el derecho al medio ambiente aun con su estatus de 
derecho fundamental será protegido por medio de la acción popular, pues es considerada por la 
misma, como la acción idónea para la protección de este derecho, aun así el juez popular 
encuentra su alcance cuando es desplazado por el juez de tutela, evento que sucede si se 
materializaalgunos de los criterios que el mismo tribunal ha desarrollado en su jurisprudencia por 











Una vez desarrollados a cabalidad los tres capítulos de esta investigación es importante 
recordar la pregunta de investigación ¿cuál es el alcance del juez popular para la protección de 
los humedales en Colombia desde la jurisprudencia de la corte constitucional? 
 Esta pregunta de investigación nace en razón a una problemática social con respecto, a la 
protección del medio ambiente es especial de los humedales y como la acción popular 
consagrado en el artículo 88 de la constitución, es considerado en principio por el constituyente 
de 1991 y luego confirmada por la Corte Constitucional, como el mecanismo idóneo para la 
protección de los derechos e interés colectivos, en el que se encuentra el medio ambiente como 
lo consagra la ley 472 de 1998 quien desarrolla el anterior artículo citado. 
Para dar respuesta a la anterior pregunta de investigación, se decidió en primer lugar hacer un 
análisis acerca de los antecedentes en relación a los temas que se desarrollarían en todo la 
investigación, de esta forma establecer el estado actual de la acción popular, la protección del 
medio ambiente y luego como es desarrollado específicamente en los humedales. 
Por lo tanto, se analizaron alrededor de 20 trabajos de investigación de diferentes como 
,artículos científicos, monografías y trabajos de maestría y doctorado, sin contar con los libros 
sobre el tema, lo que nos permitirá reflexionar acerca del estado actual de la acción popular,  que 
fue creada por el constituyente de 1991 para la protección de los derechos e interés colectivos, 
entre los cuales se encuentra el medio ambiente, y fue desarrollada casi nueve años después de la 
Constitución de 1991 en la ley 472 de 1998, en donde el constituyente se preocupó fuertemente 
en la participación ciudadana, en razón que los derechos colectivos serian protegidos 
efectivamente siempre y cuando el ciudadano se preocupara por los mismo, por lo anterior el 
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legislador ofreció incentivos económicos que el juez popular debía reconocer, este incentivo tuvo 
una gran popularidad, pero en el año 2010 con la ley 1425 estos incentivos fueron eliminados, 
por razones que la demanda de acciones populares estaban entorpeciendo los oficios de las 
alcaldías y juzgados, por la continua denuncia de la ciudadanía, además, de los costos en ocasión 
a las derrotas de las entidades y autoridades públicas. Esta última ley provoco un impacto 
negativo en el ejercicio de la acción popular. 
Por último la ley1437 del 2011, le otorga otra limitación a la acción popular como la 
consagrada en el artículo 144, la reclamación administrativa, provocando que la acción popular 
aun que es considerado el medio idóneo para la protección del interés colectivo como el medio 
ambiente, no sea un mecanismo implementado continuamente por la ciudadanía. 
En cuanto a la protección ambiental, el constituyente de 1991 en el desarrollo de la carta 
política se preocupa en gran medida por el medio ambienta a tal punto, que la Corte 
Constitucional la considera como una Constitución Ecológica. Ahora bien si esta protección la 
aterrizamos a los humedales en Colombia, nos encontramos que el Estado colombiano ratifico en 
el año de 1997 el Convenio de Ramsar, dando un estatus y una protección especial a los 
humedales por toda su riqueza natural y por todos los servicios que presta a la sociedad. 
Hoy día los humedales son considerados como ecosistemas de especial protección, tanto 
nacional como internacional, lo que significa que el Estado colombiano, tendrá la obligación de 
proteger, conservar, preservar y recuperar todos estos nichos ecológicos, por intermedio de su 
aparato legislativo como judicial.  
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Una vez visto el estado actual de nuestros temas de investigación, pasamos a la segunda parte 
de esta investigación que tiene como objetivo analizar las facultades del juez popular, en el 
desarrollo normativo y desde la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 
En cuanto al desarrollo normativo se refiere específicamente a las facultades otorgadas en la 
ley 472 de 1998, la ley 1425 de 2010 y la ley 1437 de 2011, que como se vio en el respectivo 
capitulo, el juez popular está sometido a principio de solidaridad, precaución ambiental, 
progresividad, inmediatez que le permiten ser un juez diferente a los demás en la medida que al 
estar de juzgador del derechos e interés colectivos, el legislador le otorga la facultad de pedir 
pruebas de oficio, decretar medidas cautelares y medidas cautelares de urgencia, proponer 
arreglos a través de los pactos de cumplimiento y una vez resulto hacer un siguiente de los 
mismo por intermedio de las autoridades o la ciudadanía. 
Ahora bien, vez desarrollada la primera parte del segundo capítulo,¿cuál es el alcance del juez 
popular desde la jurisprudencia de la Corte Constitucional?, para dar respuesta se implementó el 
método de análisis jurisprudencial, del doctor Diego Eduardo López Medida desarrolla en su 
libro El Derecho de los jueces.  
La línea desarrollada en el capítulo segundo de esta investigación arrojó unos criterios en los 
cuales el juez de tutela puede desplazar al juez popular en la protección del medio ambiente, 
estos criterios que ha fijado la Corte Constitucional a lo largo de la historia, son el alcance del 
juez popular en la protección del medio ambiente en especial en humedales desde la 
jurisprudencia de la Corte. 
Lo anterior se comprueba, en el tercer capítulo en el que se desarrolla el principio de 
progresividad y analiza de las sentencias SU-067 de 1993, T-666 de 2002 y T-227 de 2017, en 
109 
 
donde se ve el desarrollo progresivo del derecho a la protección del medio ambiente, que pasa 
hacer un derecho de tercera generación o colectivo a ser un derecho fundamental respaldado, por 
los tribunales como por el derecho internacional, pero aunque la Corte ha reconocido este 
derecho como fundamental, de igual forma sostiene que el derecho a la protección del medio 
ambiente, debe ser protegido por la acción popular, pues considera que es la acción idónea para 
su protección, lo anterior lo argumenta en relación con las facultades otorgadas por el legislador 
al juez popular, pero ha sido la propia Corte quien ha determinado su alcance y este se da cuando 
se materialicen los siguientes criterios que se han desarrollados en su jurisprudencia, criterios se 
sintetizaron en la sentencia T-361 de 2017. 
Los anteriores criteriosson,  en primer lugar, la afectación del derecho colectivo, conduce a la 
vulneración de un derecho subjetivo, protegido por la acción de tutela. En segundo, el 
perjudicado sea quien accione. En tercer lugar, el riesgo de estos derechos deben estar 
acreditados, en la acción. En cuarto, la acción popular debe carecer de idoneidad para la solución 
del caso, aun asíel remedio judicial ira encaminado a reparar directa del derecho subjetivo en 
cuestión,por lo tantosi para restablecerel derecho subjetivo es necesario proteger el derecho 
colectivo, el juez de tutela tendrá plenas facultades.Finalmente, interponer la acción de tutela 
como mecanismo transitorio para evitar un perjuicioirremediable. 
Por lo tanto cuando un caso, cumpla con estos requisitos, la protección del medio ambiente no 
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